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¿Otro campo es posible? 

Sí, un campo más competitivo, sustentable e incluyente. Y para ello se requiere concentrar 
la atención en al menos tres acciones estratégicas:

1)  Recuperar el valor público de la política pública. Esto implica reorientar el gasto público 
hacia el campo, el cual se caracteriza por privilegiar los bienes privados repartidos 
discrecionalmente vía ventanilla, sobre los bienes públicos y semipúblicos destinados al 
bien común.

2)  Reconocer la existencia de la diversidad del México rural, y por lo menos se considera 
la existencia de tres grandes grupos: 1) los que viven del campo, exportan, generan 
empleos y divisas, 2) los que tienen gran potencial de mejorar productividad si 
acceden a servicios de capacitación, crédito, seguro, información y se organizan, 
y 3) los pluriactivos, para los cuales la agricultura no es su principal fuente de ingresos, 
pero viven en el campo y gestionan recursos naturales, culturales y paisajísticos 
vitalespara  la viabilidad del país. 

3) Innovar la estructura organizacional del gobierno para incidir en forma eficaz 
en la solución de la ingente pobreza que afecta al 58% de la población rural y 
a la vez se impulsa la competitividad. Ello implica separar las funciones 
llamadas de desarrollo social de las de fomento de la Sagarpa 
y concentrarlas en una sola entidad que impulse una política 
multidimensional hacia el segmento pluriactivo. Ya existe 
evidencia robusta que da cuenta de la viabilidad de una política de 
esta naturaleza.

Para ello, se propone una hoja de ruta y su gobernanza, destacando que su 
implementación requiere de un proceso de deliberación pública que implica 
expandir la ciudadanía y la representación, materializada en la capacidad de las 
partes involucradas para alcanzar consensos sobre los temas de interés público. 
En suma, ¡sí es posible!, y en este libro se dice cómo, a partir de la sistematización 
de la mejor evidencia disponible hasta el momento.
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Presentación 

Las políticas públicas son un conjunto de decisiones de carácter público que 
atraviesan un proceso que va desde el establecimiento de la problemática a 
resolver, hasta su procesamiento y conversión en decisiones de autoridad por 
la vía que marcan las reglas de funcionamiento del propio sistema político. Por 
lo tanto, una parte esencial de este proceso es la formación de una agenda, la 
cual es el conjunto de “cosas que han de ser llevadas a cabo”. Casar y 
Maldonado (2010) afirman que existen tres tipos de agenda: 1) la pública, defi-
nida por el conjunto de temas que distintos grupos de la sociedad buscan po-
sicionar; 2) la política, integrada por actores políticos cuyos recursos, faculta-
des y poder, les permite lograr la preferencia en el debate, y 3) la 
gubernamental, conjunto de prioridades que un gobierno constituido busca 
materializar en su mandato. 

Por tanto, entender cómo un determinado tema, asunto o cuestión pasa a 
formar parte de la agenda gubernamental, es fundamental. Para Kingdon 
(1995), precursor del enfoque de corrientes múltiples, las políticas públicas sur-
gen como resultado de la convergencia de una corriente que identifica proble-
mas, analiza y plantea opciones de solución, y otra que prioriza las posibilida-
des políticas de esas opciones. Cada corriente desencadena sus propios 
procesos, con sus propios actores y crea sus propias dinámicas. El principal 
supuesto de este enfoque es que hay mayores probabilidades para el surgi-
miento de una política cuando un problema es reconocido, hay una solución 
disponible y el ambiente político es favorable, es decir, cuando se logra un en-
ganche entre el problema, las políticas y la política. 

Una situación es definida como problema y tiene mayor oportunidad de 
incluirse en la agenda gubernamental, cuando se llega a creer que se debe 
hacer algo para cambiarla. Para Wildavsky (1989), un problema público es, por 
definición, lo que puede tener razonablemente una solución pública, y definirlo 
implica crear el balance entre los hechos indeseados a remover (los objetivos) 
y los medios que posibilitan hacerlo (los recursos). Para la definición de un pro-
blema, resultan determinantes los siguientes tres medios: los indicadores, even-
tos focalizadores, y la realimentación (Kingdon, 1995). Los primeros muestran 
que hay una situación que viola valores fundamentales de una sociedad y cuya 
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magnitud y dinámica merecen la atención de tomadores de decisiones; los se-
gundos, sirven para llamar la atención sobre determinadas situaciones, aunque 
para ello deben estar acompañados de un indicador consistente sobre el pro-
blema, coincidir con una percepción preexistente o combinarse con otros even-
tos similares: una crisis, un desastre natural, una pandemia, etc. Y finalmente, 
los tomadores de decisiones se informan de la situación mediante la realimen-
tación formal o informal que reciben, ya sea a través de evaluaciones sobre el 
funcionamiento de programas existentes, reportajes, artículos científicos, que-
jas, diálogos cara a cara, entre otros. 

Por otra parte, la generación de alternativas es dominada por comunida-
des de participantes relativamente ocultos: investigadores, consultores, buró-
cratas de carrera, miembros del staff del Congreso y analistas que trabajan 
para grupos de interés. Las alternativas que alimentan a una política pública 
circulan durante largo tiempo a través de exposiciones públicas, formulación 
de proyectos de ley, audiencias en el Congreso, comunicados de prensa, pu-
blicación de artículos y libros, conversaciones informales, entre otros; en este 
ambiente chocan unas ideas con otras, formando combinaciones y recombi-
naciones, se descartan algunas alternativas, aparecen nuevas y, en ocasiones, 
convergen y dan paso a una propuesta de política pública. A este proceso 
Kingdon (1995) lo llama “sopa primitiva de la política pública”, y coincide con el 
enfoque incrementalista (Lindblom, 1959), según el cual las decisiones políticas 
se hacen y rehacen mediante un proceso de aproximaciones sucesivas, que 
pueden prolongarse hasta diez años (Gladwell, 2008; Simon, 1996). Por tanto, 
las alternativas que finalmente son consideradas para una decisión son aque-
llas con viabilidad técnica y económica, son congruentes con los valores de los 
miembros de la comunidad, anticipan futuras restricciones, y cuentan con 
aceptabilidad pública y receptividad de los políticos. 

Finalmente, la corriente política es particularmente relevante para estable-
cer la agenda gubernamental. Si bien la corriente de alternativas logra posicio-
nar un tema mediante el proceso fino de argumentación, que implica seleccio-
nar una particular combinación de datos, hechos, valores y métodos analíticos 
que parecen ser los más apropiados para persuadir a una audiencia particular 
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(Majone, 1997), en la corriente política, los participantes construyen consensos 
mediante la negociación, a través del intercambio de recursos por apoyo. Esta 
corriente está fuertemente dominada por una comunidad de actores visibles 
que incluye al presidente y funcionarios de alto nivel, miembros del Congreso, 
gobernadores y funcionarios, medios de comunicación, dirigentes de partidos 
políticos, organismos internacionales y empresariales, líderes sociales, entre 
otros. Las oportunidades de un tema para posicionarse en la agenda guberna-
mental se fortalecen si el tema es empujado por este tipo de actores, pero se 
debilitan si es negado por ellos. Y es que no todas las cuestiones se vuelven 
públicas ni todas las cuestiones públicas deben ser objeto de la acción guber-
namental (Aguilar, 1992). 

Bajo el enfoque de Kingdon (1995), cada una de las tres corrientes tienen 
vida propia, pero en algunos momentos se presentan enganches parciales: so-
luciones con problemas, pero sin receptividad del clima político; eventos políti-
cos con propuestas, pero sin la sensación de que un problema urgente está 
siendo resuelto; eventos políticos y problemas exigiendo acción, pero sin alter-
nativas disponibles por las cuales abogar. La probabilidad de que un asunto o 
tema se eleve a la agenda gubernamental es dramáticamente incrementada si 
los tres elementos –problemas, políticas y política– están unidos en un mismo 
paquete, lo cual depende de ventanas de oportunidad que se abren de manera 
predecible o impredecible por eventos que ocurren en la corriente de proble-
mas o en la corriente política. 

La dinámica que desencadena un proceso de campaña de sucesión presi-
dencial constituye una excelente oportunidad para posicionar los problemas clave 
que preocupan a la sociedad en general, y a la clase política, en particular, pues las 
cuestiones socialmente problema y las soluciones acuden en masa a los candida-
tos y sus equipos, dando como resultado una lista enorme de problemas y opcio-
nes. Por ello, es un buen momento para valorar cuáles tienen el mayor enganche, 
de tal suerte que una vez en el gobierno formen parte de su agenda.  

Con base a este planteamiento, los problemas y opciones de política que 
a continuación se desarrollan con relación al campo mexicano pretenden 
trascender la lógica de las tres “íes”: inercia, ideología e ignorancia, las cuales 
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suelen dominar el debate cuando se trata de políticas públicas hacia el 
campo. Los temas fueron seleccionados a partir de cuatro fuentes: 1) resulta-
dos de opinión de los productores, reportados en el Censo Agrícola, Ganadero 
y Forestal (Censo-2007) y en la Encuesta Nacional Agropecuaria (ENA-2014); 2) 
opinión de exfuncionarios de gobierno, entre ellos dos exsecretarios de SA-
GARPA y exfuncionarios de gobierno; 3) evidencia de evaluaciones robustas e 
investigaciones científicas sobre la eficacia y eficiencia de políticas públicas, y 
4) experiencia directa de los autores por más de 15 años en la investigación, 
evaluación, diseño e implementación de políticas públicas para el sector.  

I. La importancia estratégica del campo 
y su espacio rural 

El campo suele ser percibido como un lastre para el país, es decir, un sector al 
cual hay que transferir recursos para mantener la paz social, apaciguar el Mé-
xico “bronco”. Sin embargo, más allá de ese estereotipo, la conformación de 
una Agenda pública y política para el desarrollo del campo mexicano es relevante 
por sus grandes aportes a la economía, la sociedad y el ambiente, a saber: 

1. Este sector gestiona ecosistemas naturales vitales, cuyo uso adecuado 
o inadecuado puede determinar la viabilidad del país: ocupa 92 % del 
territorio nacional y 77 % del agua dulce (CONAGUA, 2018). Es decir, el 
campo es mucho más que las actividades agrícolas, ganaderas, fores-
tales o acuícolas que se practican en él.  

2. El sector primario (agricultura, ganadería, silvicultura y pesca), consti-
tuye la tercera fuente de ocupación y empleo de los mexicanos con 13 
% de la población económicamente activa ocupada (PEAO), sólo supe-
rado por el comercio (19 %) y la industria manufacturera (16 %) (ENOE-
INEGI, 2016). Aunque, según la misma fuente, al menos una tercera 
parte de esta población apenas obtiene ingresos para subsistir, lo cual 
da cuenta de su baja productividad. 
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3. Al cierre del 2017 generó divisas por 32,583 millones de dólares, lo cual 
convierte al sector agroalimentario en potente generador de divisas que 
ya superan a las obtenidas por remesas, venta de petróleo y turismo 
(SIAP, 2018). 

4. Es en el medio rural donde se presenta con mayor agudeza la pobreza, 
con 58 % de la población que padece este flagelo vs 39 % en el medio 
urbano, aunque, en términos absolutos, en el primero se ubican 16.5 
millones de personas y en el segundo 36.9 millones (CONEVAL, 2017). Y 
al igual como ocurre en el conjunto de la sociedad mexicana, también 
en el medio rural existe gran disparidad en la distribución del ingreso, 
que se ha mantenido elevada entre 1989 y 2014: en promedio, en ese 
período de tiempo, el último decil concentró un ingreso 20 veces supe-
rior al del primer decil (Oliver y Tacuba, 2017). 

5. Existe suficiente evidencia que demuestra un mejor estado nutricional 
de los niños cuando se practican las actividades agropecuarias direc-
tamente, en comparación a cuando todos los alimentos se compran, 
razón por la cual la autoproducción es relevante1 (Carletto et al., 2015; 
Hoddinott et al., 2015; Slavchevska, 2015). 

6. Las evidencias demuestran que el crecimiento (con redistribución) agrí-
cola no sólo es eficaz para aliviar la pobreza rural, sino que es más efi-
caz que el crecimiento industrial para reducir la pobreza urbana. Así, un 
aumento del 10 % de la productividad agrícola está asociado a aumen-
tos de 9.0–10.2 % del PIB per cápita. En cambio, un aumento de 10 % 
en la productividad de las manufactureras se vincula solamente a un 
incremento de 1.5–2.6 % del PIB per cápita en varios países (Houck, 
1986; Vollrath, 1994). Por tanto, a pesar de la creciente urbanización de 
la pobreza, es probable que durante muchos años –desde el punto de 
vista de los pobres– continúe siendo cierto que es el perro (la economía 

                                     
1 Ello no significa que todos los hogares que sufran por carencia de acceso a la alimentación, por 
ejemplo, deban ser parte de la población objetivo de una política pública basada en las denomi‐
nadas  intervenciones agrícolas, pues deben ser considerados  los activos y capacidades críticos 
para la viabilidad de la agricultura, tal y como se analiza más adelante. 
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rural) el que mueve la cola (el sector urbano), y no a la inversa (Ravallion 
y Datt, 1996).  

Los seis hechos señalados evidencian que el campo debe ser objeto de 
especial atención y no deben escatimarse los esfuerzos para repensar e innovar 
las políticas públicas y la estrategia agroempresarial que hasta ahora se ha di-
señado e implementado, en aras de mejorar la competitividad y sostenibilidad 
incluyente de este importante sector2. La preocupación por el campo radica en 
el hecho de que en estos espacios se producen no sólo los bienes que alimen-
tan a los mexicanos y a otros consumidores de países a los cuales se exporta, 
sino también tienen lugar los ciclos hidrológicos vitales que dan lugar a bienes 
esenciales como minerales, combustible, agua y oxígeno. Por tanto, referirse al 
campo es referirse a la vida. De ahí nace lo que comemos, tomamos y respira-
mos. “Y de ahí se forja la balanza del hambre, de la desigualdad y del resto de 
parcelas sociales que completan nuestro bienestar. Centrarse, por consi-
guiente, en el tipo de agricultura que queremos, es pensar en el tipo de mundo 
que nos gustaría habitar” (Palomo, 2018). 

II. Agenda pública: la percepción de los productores 

El Censo Agropecuario-2007 y la Encuesta Nacional Agropecuaria (ENA-2014) 
recogen un conjunto de puntos de vista  acerca de temas que atañen o intere-
san a la comunidad agropecuaria y que si bien “no son contrastados empírica-
mente con la dinámica social prevaleciente” (Habermas, 1990), de alguna ma-
nera son un reflejo “de presiones sociales básicas entendidas y sentidas por los 
individuos de una comunidad” (Noelle-Neumann, 1995) y, por tanto, pueden ser 

                                     
2 Hay que considerar, sin embargo, que la agricultura por sí sola no es suficiente para asegurar un 
desarrollo sostenible, en particular para aquella población cuya principal fuente de ingreso no es 
la agricultura, por lo que resulta fundamental crear entornos habilitadores para facilitar la diver‐
sificación de los medios de vida rurales y la valorización de los territorios, tal como se abordará 
más adelante (Reardon et al., 2006; Emry‐Ngau, 2008; Ellis, 2000; Berjan et al., 2014). 
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un buen punto de partida para la construcción de la agenda política y de go-
bierno con relación al campo. En el cuadro 1 se señalan las proporciones en 
que los productores indicaron si sufren o no la presencia de diferentes proble-
mas enlistados. Destacan la relevancia de la inseguridad, problema que aqueja 
a la sociedad en su conjunto; así como, las deficiencias en infraestructura de 
caminos, electrificación, riego, almacenamiento y transporte; el envejecimiento 
de los productores y, en menor medida, los problemas relacionados con la in-
definición de derechos de propiedad sobre la tierra. 

Cuadro 1. 
Agenda pública: problemas percibidos por los productores agropecuarios 

Problemas  Grupo 
Censo‐

2007 

ENA‐

2014 

1. Altos costos de insumos y servicios  I  33  83.4 

2. Pérdida por causas climáticas, plagas, enfermedades, etc.   I  77.8  78.2 

3. Falta de capacitación y asistencia técnica   I  11.6  45.5 

4. Pérdida de fertilidad del suelo   I  24.8  39.4 

5. Dificultades en la comercialización   I  10.3  37.2 

6. Infraestructura insuficiente para la producción   II  9.4  34.9 

7. Dificultades en transporte y almacenamiento   II  ‐  25.7 

8. Difícil acceso al crédito   I  21.8  25.3 

9. Inseguridad   III  ‐  25.3 

10. Vejez, enfermedad o invalidez del productor   IV  ‐  24.6 

11. Falta de información de los precios de los productos   I  ‐  21.9 

12. Falta de organización para la producción   I  5.3  18.0 

13. Desconocimiento de la administración de la actividad   I  ‐  8.7 

14. Falta documentación para acreditar la posesión de la tierra  V  1.15  6.6 

15. Litigio o invasión de la tierra   V  0.65  2.6 

Nota: la suma no da 100 % porque cada unidad de producción puede reportar más de un problema. 
Fuente: INEGI, 2007. Censo Agrícola, Ganadero y Forestal; INEGI-SAGARPA, 2014. 

Encuesta Nacional Agropecuaria. 
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Nueve de los 15 problemas percibidos más frecuentemente bien podrían 
agruparse en el Problema-3, falta de capacitación y asistencia técnica, toda vez 
que mediante la dotación de este servicio con fuertes externalidades positivas, 
se puede incidir en el fortalecimiento de la organización para la producción (P-
12), lo cual facilitaría aumentar el poder de negociación para realizar compras 
de insumos, servicios (P-1) y comercialización de cosechas en común (P-5), re-
ducir pérdidas por plagas y enfermedades (P-2), ser sujeto de crédito y seguro 
(P-2 y 8), fertilizar con base a análisis de suelos para restaurar paulatinamente 
la fertilidad de los suelos (P-4), acceder a información de precios (P-11) y mejo-
rar la gestión administrativa de las unidades de producción (P-13). Aunque los 
Problemas 2, 8 y 11 pueden agruparse en el 3, lo cierto es que también son un 
efecto de una profunda debilidad institucional en materia de provisión de servi-
cios financieros (crédito, ahorro y seguro) e información de mercados; temas 
que serán abordados más adelante. 

Este agrupamiento coincide con el planteamiento de uno de los investiga-
dores pioneros más eminentes del mundo de la economía agrícola y del desa-
rrollo, David Gale Johnson (1997), quien afirma:  

Mucha de la preocupación sobre el futuro suministro mundial de alimentos se 
basa en el supuesto de que la tierra será el recurso limitante. Esto ubica el 
acento en el lugar equivocado. Los principales factores que pueden limitar el 
crecimiento de la producción de alimentos en los países en vías de desarrollo 
son: los conocimientos y la investigación, la disponibilidad de insumos no agrí-
colas a precios razonables y las políticas gubernamentales que afectan a los 
incentivos. Si las políticas garantizan la disponibilidad de los primeros dos y no 
discriminan contra la agricultura en las políticas de comercio exterior y macro-
económica, los agricultores harán el resto. 

Asimismo, diversos ejercicios de deliberación pública realizados con acto-
res clave de más de 30 redes de valor de importancia territorial para México, y 
bajo una metodología propuesta por Muñoz (2010), muestran que alrededor del 
90 % del complejo causal que impide la competitividad sistémica, se relacionan 
con cuestiones de planeación, sanidad e inocuidad, investigación y capacita-
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ción, desarrollo organizacional, promoción genérica, certificación, infraestruc-
tura (rastros TIF, caminos, presas y canales, electrificación, saneamiento y re-
cuperación de recursos...), garantías insuficientes, elevada exposición al riesgo 
climático y comercial, entre otros, en coincidencia con los problemas percibidos 
que reportan el Censo y la ENA. 

III. Correspondencia entre Agenda pública 
y de gobierno 

Diversas evaluaciones e investigaciones realizadas por organismos internacio-
nales como la OCDE (2007), FAO (2007), BID (2007) Banco Mundial (2009) e 
investigadores como Zavala y Leos (2013), Anriquez et al. (2015), Oliver y Tacuba 
(2017), López et al. (2017), entre otros, invariablemente han concluido que entre 
el conjunto de países de América Latina y el Caribe, México registra el mayor 
gasto público agropecuario con relación al PIB sectorial, pero no registra un 
crecimiento sobresaliente del sector ni una reducción significativa de la pobreza 
y de las desigualdades en el ámbito rural. La figura 1 ilustra el sentido de la 
evidencia señalada. Así, el problema no está en la magnitud del gasto público, 
sino en la orientación del gasto y en la forma en cómo se definen las priorida-
des. En efecto, a diferencia de la lógica inherente que debe tener toda política 
pública para atender cuestiones socialmente problema, en México, el 87% del 
gasto público se destina a transferencias monetarias y a subsidiar bienes pri-
vados (maquinaria e implementos, semovientes, insumos, equipamiento a ni-
vel de la unidad de producción, entre otros) y el 13 % restante del gasto se 
destina a bienes públicos, semipúblicos o de uso común como investigación, 
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sanidad e inocuidad, extensionismo e innovación, e infraestructura: por ejem-
plo, transporte, energía, agua y saneamiento, irrigación, electrificación rural, 
carreteras rurales y TIC (Anriquez et al., 2015)3. 

Figura 1. 
México, el país que más gasto público destina al Agro 

entre 2005-2010, pero NO el que más crece 

 

Fuente: Zavala-Pineda et al., 2015. 

 

Las lecciones que se derivan de 51 rigurosas evaluaciones de impacto, 
realizadas en el sector rural de América Latina y el Caribe, para valorar los efec-
tos que los diferentes tipos de subsidios privados tienen sobre el crecimiento y 
productividad agrícolas, demuestran que el gasto público agrícola enfocado a 

                                     
3 Esta estructura del gasto público corresponde al período 2006‐2012. En el período 1985‐2001, 
la relación de gasto en bienes privados vs públicos era de 49 %/51 % (Anriquez et al., 2015). 
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la provisión de bienes públicos, tiene retornos económicos significativamente 
mayores a los generados por la asignación del gasto público en bienes privados 
(López et al., 2017). Esto significa que si bien el nivel de gasto público agrícola 
importa, en realidad son los cambios en su composición de bienes privados a 
bienes públicos, los que explican la variación en la productividad. En efecto, un 
cambio de 10 % del gasto público agrícola en subsidios privados a bienes pú-
blicos, ceteris paribus, podría traducirse en un incremento de aproximada-
mente 5 % en el ingreso agrícola per cápita; de otra manera, sin cambios en la 
composición del gasto público agrícola, el gasto total en agricultura debería in-
crementarse en alrededor del 25 % o más, para alcanzar resultados similares 
en el PIB agrícola y en el ingreso rural per cápita (Anriquez et al., 2015). 

Por consiguiente, el bajo crecimiento del sector agropecuario mexicano y 
la persistencia de la pobreza rural no deben buscarse por el lado de la magnitud 
del gasto público, sino en cómo se gasta. Y si bien existe una creciente tenden-
cia a la centralización del gasto público destinado al campo, desde el mismo 
decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación se establece que con la 
excepción de los programas que cuenten con un padrón de beneficiarios, en el 
resto –que representan poco más del 50 % del gasto– existe la obligatoriedad 
de ejercer los recursos públicos “mediante convocatoria abierta y, en ningún 
caso, se podrá etiquetar o predeterminar de manera específica recursos a de-
terminadas personas físicas o morales u otorgarles preferencias o ventajas so-
bre el resto de la población objetivo”. Esto significa que prevalece una orienta-
ción a la demanda del gasto público para adquirir bienes privados, lo que a su 
vez implica priorizar resultados de cobertura (frecuentemente políticos) antes 
que productivos, y de facto dar entrada a intereses de actores que obstaculizan 
el funcionamiento eficaz de las instituciones formales al privilegiar la captura de 
rentas institucionales.  

Además de destinar poco gasto a rubros que impulsan la competitividad 
sistémica del sector, otro de los efectos indeseables del cómo se ejerce el gasto 
público lo constituye el carácter regresivo del mismo. En efecto, el 10 % de los 
productores más grandes concentra 80 % del ingreso objetivo o apoyos, a la co-
mercialización; 60 % de los subsidios a energéticos y a bombeo agrícola; 55 % de 
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los apoyos para la adquisición de activos productivos de los programas de fo-
mento agropecuario, y 45 % de Procampo (Scott, 2011).  

A juzgar por la calidad del gasto y el carácter regresivo del mismo, bien se 
puede afirmar que en México existen políticas gubernamentales hacia el campo 
que no son públicas, dado que no inciden en las cuestiones que afectan y preo-
cupan a los productores (tal como se destaca en el cuadro 1), y no están orien-
tadas al bien común. O dicho en palabras de Oliver y Tacuba (2017): 

El desarrollo rural en México, el proceso de combinación de crecimiento pro-
ductivo, redistribución del ingreso y de desarrollo de capacidades de la pobla-
ción, sobreviven bloqueados por una política difusa en el diseño y la operación 
de programas. Hay baja coordinación y concurrencia de acciones en las se-
cretarías responsables de administrar la inversión pública a través de lo que 
se conoce como el Programa Especial Concurrente. No hay planeación de 
largo plazo... y no existe correspondencia entre las instituciones formales y las 
acciones en la política y el impacto sobre el rezago rural. 

Esta situación se corresponde con la naturaleza clientelar de nuestra de-
mocracia, en la cual se establecen relaciones políticas basadas en el intercam-
bio de favores entre un “patrón” y sus “clientes” (llamados beneficiarios), entre 
políticos y funcionarios que dan prebendas –eufemísticamente llamadas acti-
vos productivos–, cargos públicos y presupuestos, a cambio de apoyo político 
o económico (Ugalde, 2010). 

IV. Innovar la política pública considerando 
la diversidad rural 

México es un territorio con enormes asimetrías en su potencial de desarrollo. Al 
respecto, información del INEGI sobre la conexión a los mercados internacio-
nales y la capacidad de atracción de inversión extranjera directa, revela que 
solamente cinco estados concentraron 56 % de las exportaciones (Baja Califor-
nia, Chihuahua, Coahuila, Nuevo León y Tamaulipas), mientras que 13 estados 
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no sumaron ni el 3 % del total nacional. Debido a ello, entre 1980 y 2014, los 
estados más conectados lograron incrementar su ingreso per cápita no petro-
lero un 54 %, mientras que las entidades que exportan menos y reciben menos 
inversión lo incrementaron sólo 1 %. De continuar con esta tendencia, la brecha 
de desarrollo entre estos estados será tres veces más grande en 2050, es decir, 
los más conectados se parecerán a economías como Corea del Sur o España, 
y los menos conectados a Libia o Iraq (IMCO, 2016). 

Una situación de esta naturaleza se expresa con mayor agudeza en la agri-
cultura mexicana y su espacio rural. En efecto, la Ventaja Comparativa Revelada 
(VCR)4 del sector ha mejorado de manera significativa gracias a una mejora 
persistente en la Ventaja Comparativa de las Exportaciones (VCE) y una drástica 
caída de la Ventaja Comparativa de las Importaciones (VCI)5, situación que ha 
permitido a México tener un superávit comercial agroalimentario favorable por 
3,249 millones de dólares al cierre del 2016, saldo no visto en los últimos 20 años. 
Entre 2000 y 2010, se logró una tasa de crecimiento anual promedio en las expor-
taciones agropecuarias de 6.4 %, pero entre 2010 y 2017 el ritmo subió hasta al-
canzar 8.8 % al año (Quintana, 2018).  

Sin embargo, la base de productores vinculados a mercados dinámicos 
descansa en un grupo muy selecto de unidades económicas rurales (UER) que 
no sobrepasa el 9 % (estratos 5 y 6) de los 5.3 millones de UER existentes en 
México (Cuadro 2).  

                                     
4 El Índice de Ventaja Comparativa Revelada (VCR) es un indicador que permite evaluar el desem‐
peño de la competitividad productivo‐comercial de un país; las ventajas comparativas pueden ser 
reveladas por el flujo actual del comercio de mercancías, por cuanto el intercambio real de bienes 
refleja costos relativos y también diferencias que existen entre los países, por factores no necesa‐
riamente de mercado (Arias y Segura, 2004). 
5 Actualmente, sólo en cinco productos (arroz, pasta de semillas oleaginosas, semillas oleagino‐
sas, maíz amarillo y trigo panificable) se tiene una dependencia externa superior al 70 % del 
consumo interno; en el resto de productos (frijol, maíz blanco, sorgo, cebada, trigo cristalino, 
carne de ave y res, huevo y  leche) se registra una dependencia externa menor al 20 % (SIAP, 
2017), lo cual está por debajo del límite que recomienda la FAO, que es de 25 %. 
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Cuadro 2. 
Estratificación de las Unidades Económicas Rurales de México 

Estratos 
Núm. de 

UER 

% de 

UER por 

estrato 

Características 
% de las 

ventas 

E1. Familiar de 

subsistencia sin 

vinculación al 

mercado 

1,192,029  22.4  Destinan la totalidad de su producción a cu‐

brir las necesidades alimenticias de la familia 

y suele no ser suficiente. Complementan sus 

ingresos a través de la diversificación de acti‐

vidades fuera de la UER. 

0 

E2. Familiar de 

subsistencia 

con vinculación 

al mercado 

2,696,735  50.6  Destinan pequeños excedentes de produc‐

ción agropecuaria al mercado, venden su 

fuerza de trabajo fuera de la UER e incursio‐

nan en actividades no agropecuarias como el 

comercio, tortillerías. 

7.5 

E3. En transi‐

ción 

442,370  8.3  Obtienen ingresos suficientes para cubrir las 

necesidades básicas de una familia, pero en‐

frentan problemas para mantener y mejorar 

la rentabilidad de la pequeña empresa. 

5.3 

E4. Empresarial 

con rentabili‐

dad frágil 

528,335  9.9  Carácter empresarial pero con rentabilidad 

frágil de la actividad primaria, principal 

fuente de empleo e ingresos. 

13.0 

E5. Empresarial  448,101  8.4  Se constituyen como grandes empresas que 

con‐centran sus actividades en el ramo agro‐

pecuario, pero presentan problemas de com‐

petitividad. 

40.8 

E6. Empresarial 

dinámico 

17,633  0.3  Comparables con grandes empresas de la in‐

dustria o del sector de servicios, que enfren‐

tan el reto de asegurar su competitividad en 

el largo plazo. 

33.4 

Fuente: FAO-SAGARPA. Estratificación de productores a partir de la Línea de Base 2008. 

Lo que explica el dinamismo agroexportador de este selecto grupo de pro-
ductores, además de su visión empresarial, es la densa red de instituciones de 
apoyo que han erigido a su favor, incluidos los bancos y aseguradoras, organi-
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zaciones económicas y gremiales, agroindustria, servicios de transporte espe-
cializados, certificación en buenas prácticas agrícolas y de manufactura, diseño 
e implementación de estrategias de promoción, marco regulatorio y las subven-
ciones, todo lo cual facilita el acceso a las cadenas globales de valor en condi-
ciones muy competitivas. Esta evidencia ha sido documentada por otros auto-
res para Estados Unidos, Países Bajos y algunos países asiáticos (Biggs, 2007; 
Djurfeldt et al., 2005; Bonnen, 1987). 

Por tanto, resulta más que evidente la necesidad de políticas que contri-
buyan a una distribución regional más equitativa de los beneficios del creci-
miento y de la innovación, pero no a costa de reducir el desarrollo de las regio-
nes y estratos que han logrado despuntar. Así, consideramos que las UER de 
los estratos 3 y 4, y alrededor del 40 % de las del estrato 26, bien podrían inser-
tarse a las redes globales y nacionales de valor, siempre y cuando logren redu-
cir sus debilidades, las cuales se manifiestan en que menos del 2 % estén inte-
gradas a organizaciones económicas a pesar de que 70 % tienen una escala 
menor a 5 ha, sólo 10.4 % tengan acceso a crédito y 3.6 % a seguro agrícola, y 
sólo 13 % reciban servicios de asesoría y capacitación (ENA-2014). 

En lo que respecta a las UER del estrato 1 y el 60 % restante del estrato 2, 
resultaría necesario pensar en políticas que vayan más allá de la agricultura, sin 
descuidar a esta última en aquellas unidades con tierras y ganado. 

Considerando la relevancia de las actividades agropecuarias como fuente 
de ingresos y el nivel de articulación al mercado, bien se podrían formar tres 
grandes grupos con fines de diseño e implementación de políticas públicas di-
ferenciadas, a saber:  

                                     
6 Estimación basada en la disponibilidad de recursos clave para las actividades agropecuarias como 
tierra y agua de riego o buen temporal. Al respecto,  la encuesta CONEVAL a Hogares Rurales de 
México (EnChor‐2013) revela que 32 % de los hogares en condición de pobreza cuentan con par‐
cela y 16 % dispone de agua para riego. 



MUÑOZ Rodríguez - SANTOYO Cortés,  
GÓMEZ Pérez - ALTAMIRANO Cárdenas 

22 

1. Enfoque para el grupo 1: estrato 6 

Si bien este este grupo está integrado por sólo 0.3 % de las UER, es responsable 
del 33.4 % de las ventas totales del sector agropecuario. Los directivos de estas 
grandes empresas del sector ya han presentado una agenda de propuestas de 
política pública donde se plasma su “visión de libertad, inclusión, responsabili-
dad, legalidad, justicia y sustentabilidad” basada en cuatro pilares para el desa-
rrollo del país, y que en gran medida apuntan a recuperar la naturaleza de las 
políticas públicas hacia la provisión de bienes públicos (Consejo Coordinador 
Empresarial, 2017): 

1. Una economía abierta, competitiva e incluyente. El camino al desa-
rrollo está en finanzas públicas responsables con mercados abiertos y 
eficientemente regulados.  

2. Construir mejores condiciones de bienestar. Invertir en las personas, 
para lo cual se necesita profundizar la transformación de la educación; 
construir mejores servicios de salud; certezas para el retiro de los traba-
jadores y una mejor y mayor disponibilidad de infraestructura y servicios 
públicos. A la vez, la inversión social tiene que estar vinculada a la acti-
vidad productiva para romper la trampa de la pobreza.  

3. Un gobierno eficiente y transparente. Es necesario exigir una reinge-
niería del gasto público en el país..., gastar donde socialmente se nece-
sita y no donde conviene políticamente. Se requiere liberar la creativi-
dad y el potencial de quienes deciden abrir y operar un negocio en el 
marco de la ley y del respeto a los demás.  

4. Fomentar la innovación y la productividad, con la idea de transitar de 
lo hecho en México a lo creado en México. 

Dada la importancia de este estrato en su contribución al equilibrio de la 
balanza comercial agroalimentaria, a la producción de alimentos y generación 
de empleos, resulta fundamental poner foco en las debilidades y amenazas que 
presentan estas empresas en su estrategia competitiva, a saber: 
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 Diversificación de países de destino. No obstante la existencia de 
una red de 11 tratados de libre comercio con 45 países, con un mer-
cado potencial de 1,462 millones de personas, México destina 80 % 
de sus exportaciones agroalimentarias a un solo país: EUA. Sin des-
cuidar el mercado norteamericano (con el cual se tienen innegables 
ventajas comparativas), México debe acelerar con urgencia el pro-
ceso de apertura del proceso exportador a otros mercados como los 
asiáticos, europeos, centro y sudamericanos, particularmente en un 
contexto del creciente sentimiento antiglobalizante que puede tradu-
cirse en políticas que pudieran agravar la situación, no sólo para el 
comercio, sino también para la creación de empleos y desarrollo, los 
cuales están íntimamente ligados al comercio. 

 Foco en la creación de demanda, no en la disputa. Está amplia-
mente documentada la extrema volatilidad de los mercados agrope-
cuarios, con ciclos de expansión y contracción, situación que genera 
gran incertidumbre en los actores de las cadenas agroalimentarias 
acerca del comportamiento futuro de los precios. Una estrategia efi-
caz para salir de esta trampa consiste en crear espacios de mercado 
no disputado, lo cual implica romper con los modelos tradicionales 
enfocados en la competencia dentro de un espacio de un mercado 
existente (Kim y Mauborgne, 2004). 
Así, no obstante que Nielsen (2013) reporta que el porcentaje mun-
dial de consumidores dispuestos a pagar una prima por productos y 
servicios sostenibles aumentó de 45 % en 2011, a 55 % en 2014, y 
que 66 % está dispuesto a pagar una prima adicional, las ventas me-
xicanas de productos bajo algún estándar voluntario de sostenibili-
dad son muy bajas, con la excepción del café. Por ejemplo, del total 
de las exportaciones del producto agropecuario insignia de México, 
el aguacate, solamente el 2.3 % cuenta con sello orgánico, ello a pe-
sar de que 13 % de todas las frutas y vegetales vendidos en EUA son 
orgánicos, y que las ventas de productos orgánicos en este país se 
han multiplicado más de 11 veces desde el año 1997 hasta valer 43.3 
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billones de dólares en 2015. Además, está demostrado que casi 70 
% de la superficie con aguacate ha tenido un impacto ambiental po-
tencialmente positivo, en virtud de la arborización que generó en 
suelos antes desprovistos de vegetación arbórea (Burgos et al., 
2011). Lo que esto revela es la miopía que caracteriza el marketing 
en esta importante cadena de valor, al ignorar los atributos ambien-
tales como ventaja competitiva. Esta misma situación ocurre en mu-
chas redes agroalimentarias como los berries, las hortalizas, la 
carne, entre otras. 
Por ello, resulta crucial emprender una agresiva y sostenida estrate-
gia de diferenciación de los productos agropecuarios mexicanos, ya 
sea por calidad e inocuidad, por origen o por aspectos relacionados 
con la responsabilidad social y ambiental que permita hacer a la 
competencia irrelevante al crear y capturar la nueva demanda, ade-
más de hacer un uso más racional de los recursos naturales. 

 Mejora creciente de las condiciones laborales de los trabajadores 
agrícolas. Situaciones relacionadas con bajos salarios, carencia de 
servicios básicos y explotación infantil deben ser erradicados en la 
agricultura comercial. En este sentido, las certificaciones de estos 
aspectos serán fundamentales para la mejora competitiva. 

2. Enfoque para el grupo 2: estratos 3, 4, 5 y parte del 2 

Este grupo queda representado por cerca del 46.6 % de las UER, y dada la rele-
vancia de las actividades agropecuarias y el gran potencial desaprovechado, 
así como por la vulnerabilidad que presentan en lo que respecta a su posicio-
namiento en los mercados, se considera fundamental pensar en las siguientes 
acciones estratégicas: 

 Impulsar un modelo de política deliberativa para construir la 
agenda gubernamental, es decir, las cuestiones socialmente pro-
blematizadas en las que deberán aplicarse los recursos públicos. 



¡OTRO CAMPO ES POSIBLE! 
Agenda pública y política con relación al campo mexicano 

25 

Aunque el paradigma de planeación prevaleciente en México con-
templa la formulación sexenal de un Plan Nacional de Desarrollo y 
Planes Sectoriales (alineados al primero) bajo un enfoque  de Presu-
puestación Basado en Resultados, en la práctica estos instrumentos 
han caído en procesos rutinarios formales cuya incidencia en la me-
jora de la calidad del gasto público ha sido por demás mediocre, 
toda vez que las denominadas Matrices de Indicadores para Resul-
tados elaboradas para cada programa presupuestal perecieran ser 
formuladas para cumplir formalmente la normatividad, más que para 
alcanzar un propósito de desarrollo (Díaz-Espinoza et al., 2019)7.  
Por otra parte, si bien las Reglas de Operación (RO) asociadas a los 
programas presupuestales dejan márgenes para que los ejecutores 
del gasto prioricen acciones con base a tipologías estatales y crite-
rios de inducción y fomento más específicos, es más fácil ejercer el 
gasto mediante una lógica de “convocatoria abierta”, lo cual permite, 
a su vez, una gran discrecionalidad de los tomadores de decisiones 
(en coalición con una densa red de cazadores de rentas)8. Esto ha 
ocasionado que cualquier ejercicio de planeación y definición de 
prioridades (como los Planes Rectores de los Sistemas Producto, las 
Agendas de Innovación lideradas por las Fundaciones Produce, los 
Planes Estratégicos diseñados para orientar el componente de ex-
tensionismo e innovación, entre otros) terminen siendo ejercicios 
inerciales e intrascendentes. Si a ello se le agrega el hecho de que 

                                     
7 Bien se puede afirmar que el proceso de planeación y presupuestación seguido en México encaja 
perfectamente con la noción de política que alguna vez definiera uno de los cómicos más influ‐
yentes de todos los tiempos, Groucho Marx, a saber: “la política es el arte de buscar problemas, 
encontrarlos, hacer un diagnóstico falso y aplicar después los remedios equivocados. “  
8 La relevancia del PEF y las RO para el ejercicio del gasto público tiene su fundamento en la he‐
rencia “de una tradición administrativa franco‐ibérica, enmarcada en  los principios del derecho 
positivo, que pone gran énfasis en la legislación y los reglamentos” como mecanismo de regula‐
ción de la gestión pública. La corrupción, el clientelismo y la informalidad, lejos de cuestionar la 
validez de este enfoque, lo han retroalimentado, impulsando nuevas y más detalladas regulacio‐
nes, así como también alentando la multiplicación de organismos y procedimientos para velar por 
su cumplimiento” (Marcel et al., 2014).  
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desde el momento mismo que se aprueba el Presupuesto, la mitad ya 
tiene definido un destinatario –los llamados padrones, léase PROCAMPO, 
PROGAN, diésel agropecuario...–, se comprende el porqué de la ausencia 
de una Agenda que ponga el foco en los bienes y servicios públicos, 
de uso común o generadores de grandes externalidades positivas. 
La experiencia dicta que cuando a nivel estatal se emprende un pro-
ceso profesional de deliberación pública –o de pedagogía pública, 
como diría Wildavsky (1989)– con respaldo de los actores políticos 
con poder de veto y agenda (gobernador, secretario de Estado, de-
legado federal, y líderes de organizaciones gremiales y económicas 
clave), con miras a construir una Agenda que defina prioridades de 
gasto público y descanse en la discusión crítica y abierta, con una 
red de actores clave de las redes de valor agroalimentarias de base 
territorial, es posible identificar las restricciones que limitan la com-
petitividad sistémica y, a partir de ello, formular propuestas de polí-
tica viables que cierren la brecha entre lo ideal y lo posible (Haber-
mas, 1999). 

 Reorientar el gasto hacia bienes públicos (sanidades, regulación, 
información, infraestructura, seguros catastróficos, entre otros) y se-
mipúblicos, dado su potencial de ser generadores de importantes 
externalidades positivas (capacitación y asistencia técnica, tecnifi-
cación del riego, crédito, etc.). Uno de los resultados más relevantes 
de un proceso de discusión crítica y abierta de las cuestiones social-
mente problema con los actores clave de las redes de valor agroali-
mentarias relevantes, lo constituye el consenso generalizado de que 
el gasto público necesario y pertinente es aquél que se destina a bienes 
públicos y semipúblicos para el bien común. Y en ello coinciden los di-
versos estudios ya señalados, así como el núcleo de la Agenda pro-
puesta por el sector empresarial. 

 Asignación de presupuesto público a partir de indicadores de re-
sultados de desarrollo. Hasta ahora, tanto en la Federación como 
en los estados no se presupuesta para el logro de resultados de 
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desarrollo, sino de manera inercial, tomando como referencia los 
presupuestos pasados y definiendo aumentos o reducciones para el 
nuevo ciclo fiscal, toda vez que ello encaja bien con las rutinas ad-
ministrativas y políticas largamente establecidas (Marcel et al., 2014). 
La construcción de una Agenda a partir de la deliberación con acto-
res clave, invariablemente implica la construcción de indicadores de 
desarrollo que permitan evaluar la eficacia del gasto para resolver 
los problemas públicos.  
En el cuadro 3 se presenta una propuesta de Matriz de Indicadores 
para Resultados de Desarrollo, que implica el diseño e implementa-
ción de una nueva política pública para el campo, y que ha sido for-
mulada considerando las propuestas arriba esbozadas. La ventaja 
de esta matriz es que los indicadores propuestos son formulados a 
partir del sistema público de información ya disponible, lo cual faci-
lita la transparencia y rendición de cuentas. 
Una vez diseñada e implementada una política de esta naturaleza, 
paulatinamente se crearán las condiciones para que el crédito y el 
seguro fluyan hacia el campo, toda vez que al elevar la competitivi-
dad sistémica del sector agropecuario se reducirán los riesgos que 
hoy impiden bancarizarlo. Ello no implica dejar de revisar a fondo el 
diseño organizacional de la banca de desarrollo mexicana, tal como 
se señala más adelante. 
 

 



Cuadro 3. 
Matriz de Indicadores para resultados de desarrollo del campo mexicano 

 
Nivel 

 
Resumen narrativo 

 
Indicadores 

Medios de 
verificación 

 
Supuesto 

Fin 
Contribuir a la creación y desarrollo de ventajas 
competitivas sostenibles que garanticen la competi‐
tividad y la seguridad alimentaria nacional. 

Índice de posicionamiento competitivo y fortaleza de las re‐
des de valor relevantes 
i) Tasa Media Anual de Crecimiento de la producción estatal 
ii) Posición que ocupa la producción estatal en la producción 
nacional 
iii) Incremento de la participación del estado en la produc‐
ción nacional.  
iv) Incremento en la participación de las exportaciones 
v) Cuota de participación en las importaciones del mercado 
relevante 
vi) Balanza disponibilidad/consumo 
vii) Coeficiente de Dependencia Alimentaria 

SIAP; ITC 
(Trade Map). 

 

Definición de una uni‐
dad organizacional con 
facultades y capacida‐
des para alinear el 
gasto público hacia el 
campo bajo un enfo‐
que de competitividad 
sistémica.  

Propósito 

Política pública orientada a la valorización de los 
bienes y servicios necesarios para resolver las res‐
tricciones que limitan la competitividad sistémica 
de las redes de valor agroalimentarias relevantes. 

% del presupuesto público destinado a Bienes o servicios 
públicos o generadores de importantes externalidades posi‐
tivas. 

Cierre de 
Cuenta Pública 

Componentes 
Condiciones y mecanismos creados para el diálogo 
y la concertación entre actores. 

% del presupuesto alineado a las acciones o proyectos defi‐
nidos en las Agendas de Innovación. 

Cierre de 
Cuenta Pública 

Actividades 
clave 

1. Diseño e implementación de un programa de ca‐
pacitación y soporte metodológico a los gestores 
sistémicos de las redes de valor relevantes, focali‐
zada en el análisis estratégico de la situación, ten‐
dencias y modelos de negocio competitivos.  

Gestores sistémicos capaces de aplicar (en la elaboración de 
las Agendas de Innovación) herramientas metodológicas y 
de análisis estratégico, tendencias y modelos de negocio 
competitivos.  

Informe de 
Evaluación 
externa 

2. Hechura de la Estrategia Innovación de Gestión a 
partir de un proceso sistemático de análisis estraté‐
gico de restricciones y diseño de alternativas con los 
actores relevantes de las redes de valor.  

Estrategia de Innovación de Gestión construida a partir de 
un proceso sistemático de análisis estratégico de restriccio‐
nes y diseño de alternativas con los actores relevantes de las 
redes de valor.  

Informe de 
Evaluación 
externa 

3. Diseño e implementación de un sistema de segui‐
miento y evaluación orientado a la medición de in‐
dicadores de resultados de competitividad deriva‐
dos del análisis de restricciones y alternativas.  

Matriz de Indicadores de Resultados construida para cada 
red de valor. 

SIAP 
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Un aspecto clave a tener en cuenta es que si bien durante el proceso de 
deliberación se logran acuerdos en torno a la definición de los problemas pú-
blicos relevantes (tanto a nivel de los efectos como del complejo causal), la re-
sistencia a innovar la política pública ocurre una vez que se pasa a la fase de 
implementación. En particular, destaca el caso de delegados, secretarios de 
desarrollo rural y sobre todo, subdelegados y subsecretarios, quienes se resis-
ten a dejar de repartir recursos públicos de manera discrecional que les permi-
ten posicionarse políticamente y generar clientela. Otro grupo de actores que 
maniobran en contra son los proveedores que temen perder los jugosos nego-
cios que han hecho al amparo de la lógica de atención a la demanda. Y final-
mente están los dirigentes de las organizaciones gremiales y de los sistemas 
producto que se han visto ampliamente beneficiados por la discrecionalidad. 
Esta situación demanda de un gran liderazgo e implica un intenso esfuerzo de 
gestión de la interacción. De hecho, la experiencia acumulada por los autores 
en algunos estados como Jalisco, Guerrero, Tlaxcala y Sonora, sugiere que los 
mejores ejercicios de planeación surgen cuando la delegación estatal de SA-
GARPA no interviene u obstaculiza y deja espacios de libertad a las secretarías 
de desarrollo rural estatales. Por tanto, no sería descabellada la idea de tener 
una sola instancia estatal de planeación y operación de la política pública hacia 
el campo. 

3. Enfoque para el grupo 3: estratos 1 y parte del 2 

En este grupo quedan incluidas cerca del 53 % de las UER, y para ellas la eco-
nomía rural no agrícola se ha vuelto demasiado importante como para igno-
rarla. Al igual como ocurre en el mundo en desarrollo (Haggblade et al., 2007), 
en México los ingresos no agrícolas ya representan un promedio de 80 % de los 
ingresos totales para las familias de este grupo (EnChor, 2013). La diversifica-
ción de medios de vida de las familias rurales tiene el propósito de gestionar los 
riesgos y la estacionalidad inherente a las actividades agropecuarias (Bryceson 
and Jamal, 1997). Para estas familias, su recurso fundamental, además de sus 
valiosos recursos naturales, es su fuerza de trabajo, por lo que su estrategia de 
desarrollo se orienta al uso más eficiente de la misma. Por ello, en estos estratos 
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existe una fuerte correlación positiva entre la proporción del ingreso familiar ob-
tenido de fuentes no agrícolas y el ingreso per cápita de los hogares, lo cual, de 
acuerdo a Ellis (2004), es algo normal en los hogares rurales pobres. 

Para este grupo hay que considerar que existen al menos ocho revisiones 
sistemáticas que han analizado a profundidad la literatura publicada en cerca 
de doscientos artículos científicos arbitrados por pares, e invariablemente coin-
ciden en que si bien existen evidencias sólidas que demuestran que las inter-
venciones agrícolas han logrado tener un impacto positivo en la producción y 
consumo de alimentos específicos tales como verduras y frutas, pescado, leche 
y carne, no existen evidencias de impactos estadísticamente significativos en el 
estado nutricional y el ingreso de las familias pobres (Ruel, 2001; Berti et al., 
2003; World Bank, 2007; Leroy y Frungillo, 2007; Kawarazuka, 2010; Masset et al., 
2011; Webb et al., 2012 y Warren et al., 2015). Todo parece sugerir que existe 
una clara tendencia a exagerar las virtudes de estas intervenciones, siendo los 
huertos y aves en el hogar o traspatio los que más destacan por su popularidad 
en el discurso político (Ellis y Sumberg, 1998; Zezza y Tasciotti, 2010), al parecer 
porque están asociados a temas como la participación comunitaria, la equidad 
de género y la sostenibilidad (Warren et al., 2015). 

Por tanto, el interés en la agricultura (llamada eufemísticamente familiar) 
como un motor para la reducción de la pobreza debe ser tratado con cierta 
cautela, pues las circunstancias contextuales que sustentaron la contribución 
de estrategias como la Revolución Verde –mercados regulados, precios míni-
mos garantizados, subsidios a fertilizantes y créditos a tasas subsidiadas, inver-
siones en obras de riego– ya no son vigentes, y los precios de los productos 
básicos agrícolas han exhibido una tendencia inexorable a la baja en términos 
reales, ello con independencia de las alzas coyunturales (Ellis, 1998; Haggblade 
et al., 2007). 

Con base en estas evidencias, cualquier medida de política pública estaría 
mejor orientada si pone el foco en crear los contextos facilitadores (educación, 
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salud, acceso a conocimientos, servicios financieros...) y la infraestructura (ca-
minos, electrificación, conectividad...)9 dentro de las cuales las personas pue-
den tomar sus propias decisiones considerando todo tipo de actividad econó-
mica realizada en las zonas rurales, en lugar de centrarse exclusivamente en 
la agricultura (Reardon et al., 2006; Ellis, 2004)10.  

V. Temas prioritarios de la Agenda 

Siguiendo el razonamiento del matemático y filósofo de la ciencia, Imre Lakatos, 
bien se podría afirmar que el planteamiento de reorientar el gasto hacia bienes 
públicos y el diseño de políticas diferenciadas con base a las características de 
cada estrato, constituye el núcleo duro de nuestro planteamiento de Agenda 
Pública y Política. El segundo elemento de la Agenda sería el cinturón de pro-
tección conformado por una serie de innovaciones clave orientadas a darle via-
bilidad al núcleo, en la medida que permitirían bridar a cada estrato los bienes 
y servicios necesarios para resolver la problemática específica que les aqueja. 
Así, entre las innovaciones clave de carácter prioritario que no pueden ser pa-
sadas por alto en la Agenda Pública y Política, destacan diez, a saber:  

                                     
9 Para algunos autores, como Reardon et al. (2006), esto  implica abordar  las paradojas meso y 
micro:  las primeras emergen de  las  restricciones que  impone el entorno y  las segundas de  las 
limitaciones que surgen a nivel del hogar. 
10 La propia FAO‐SAGARPA (2013) señalan en su Propuesta de políticas públicas para el desarrollo 
del sector rural y pesquero (SRP) en México que “algunas actividades por cuenta propia no agro‐
pecuarias (actividades de pequeño comercio, servicios o manufacturas agroalimentarias tradicio‐
nales) podrían encontrar condiciones menos difíciles para una inserción local”, razón por la cual 
resulta “necesario desarrollar otras políticas, complementarias a las acciones de alivio de la po‐
breza, que sean capaces de aumentar la capacidad de generar ingresos de manera autónoma y 
permanente”. p.11. 
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1. Pobreza y emprendimiento rural  

Debido a las evidentes asimetrías entre los diferentes estratos de productores, 
a la orientación del gasto público por la vía de la demanda y a la concentración 
del presupuesto de fomento productivo en la SAGARPA, la polarización en el 
campo no se ha visto reducida, sino incrementada por las propias políticas, 
dada la fuerte regresividad del gasto público. “La ínfima disponibilidad de acti-
vos para la producción provoca que los apoyos vinculados a las actividades 
agropecuarias lleguen a esta población –la de los estratos I y II– en medida muy 
reducida, lejos de una capacidad real para cambiar su situación (FAO-SA-
GARPA, 2013)”. Sin embargo, debido a que dentro de esta misma Secretaría se 
pretende atender con los mismos instrumentos de política pública a estratos 
con muy diferentes activos y capacidades, finalmente no se resuelven los pro-
blemas para ninguno, además de que esta dependencia termina siendo coop-
tada por intereses clientelares y buscadores de rentas. 

Por su parte, las secretarías responsables de la política social y de salud, 
la SEDESOL y la Secretaría de Salud, han centrado sus intervenciones en las 
transferencias monetarias condicionadas, complementadas con mecanismos 
de ayuda alimentaria y un paquete de acciones básicas de salud preventiva, 
incluyendo saneamiento ambiental, mismas que si bien han demostrado cierta 
eficacia en mitigar la transmisión intergeneracional de la pobreza por la vía de 
la educación y reducir algunas carencias, han mostrado ser insuficientes para 
desarrollar estrategias sostenibles de generación de ingresos (De Janvry y Sa-
doulet, 2005; Escobal y Ponce, 2016; Oliver y Tacuba, 2017)11.  

Así, bajo el supuesto de que la desarticulación entre los instrumentos de la 
política social y los de la política de fomento productivo se traducen en pérdidas 
de oportunidades y sinergias, el Programa Piloto Territorios Productivos (PPTP) 

                                     
11 El porcentaje de hogares que reciben ayuda alimentaria de programas de desarrollo social o de 
salud con componente de nutrición o alimentación y con transferencias monetarias condiciona‐
das, es del 68 % en los hogares rurales y de 32 % en los hogares urbanos. El programa con mayor 
cobertura en  la zona rural es el de suplementación con ácido fólico (38 % de  los hogares), con 
hierro (25 %) y con vitamina A (23 %). ENSANUT, 2012. 
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se planteó el desafío de articular la demanda de la población rural en condición 
de pobreza y, a partir de ella, lograr la concurrencia de los programas producti-
vos gubernamentales, proporcionando una canasta integral de bienes y servi-
cios suficiente para poner en marcha una dinámica autosostenible de genera-
ción de ingresos. Sin embargo, bastó sólo un año para percatarse de lo que 
implica pretender romper la inercia de las instituciones de política social y pro-
ductiva, cada una con sus lógicas sectoriales. En efecto, del total de “proyectos 
productivos” elaborados (574) por los promotores comunitarios que involucra-
ron la participación de aproximadamente 10,960 familias PROSPERA, sólo se lo-
gró obtener el registro de 241 proyectos en las ventanillas, de apenas tres de los 
15 programas productivos que se esperaba articular, y... los tres están sectori-
zados en SEDESOL. Finalmente se aprobaron 196 proyectos, por un monto de 
$104.4 millones, con lo que se benefició a 3,744 familias. Al final, no concurrió 
ninguno de los programas vinculados a SAGARPA ni de la Comisión Nacional 
para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI), argumentando falta de fon-
dos o que ya tenían comprometido el recurso, resultado de sus propios pro-
cesos de apertura de ventanilla (Berdegué et al., 2016).  

No obstante que ya se ha reconocido el carácter multidimensional de la 
pobreza, la inercia que prevalece en el proceso de diseño e implementación 
corresponde al modus operandi de la administración pública, que tiende a sim-
plificar los problemas al reducirlos a un ámbito especializado, con el fin poder 
abordarlos desde una perspectiva sectorial (Brugué et al., 2015). Esta situación 
termina por transformar el tema de la pobreza en un problema “maldito”, en la 
medida que desborda las capacidades de la administración y de las políticas 
públicas para ser comprendido y resuelto (Weber & Khademian, 2008).  

Afortunadamente ya existe evidencia robusta que demuestra que un enfo-
que multidimensional de intervención para la reducción de la pobreza genera 
impactos significativos, tanto en el aumento del consumo como en el bienestar 
y seguridad alimentaria de los hogares pobres, mismos que son sostenibles al 
menos un año después de culminadas las intervenciones, y tres años después 
de transferidos los activos (Banerjee et al., 2015). Así, a partir de la experiencia 
de la ONG Bangladesh Rehabilitation Assistance Committee (BRAC), la Consul-
tative Group to Assist the Poor (CGAP) y la Fundación Ford implementaron entre 
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la población rural ultrapobre de seis países –Honduras, Perú, Etiopía, Ghana, 
India y Paquistán– el modelo de graduación BRAC, el cual implica empaquetar 
e implementar en forma simultánea y por un mismo organismo, cinco compo-
nentes, a saber: i) pequeñas transferencias monetarias para proporcionar «es-
pacio para respirar» en tanto genera resultados el siguiente componente; ii) 
transferencias de activos productivos para fortalecer las actividades de genera-
ción de ingresos; iii) acompañamiento a partir de visitas frecuentes de gestores 
con el propósito de orientar a las familias en el manejo de negocios, así como 
apoyarlas y motivarlas; iv) fomento de la capacidad de ahorro, de preferencia 
en entidades bancarias formales, y v) entrenamiento en habilidades vinculadas 
a emprendimiento, conocimiento financiero y desarrollo personal –fortaleci-
miento de la autoestima, empoderamiento–, comunicación y trabajo en equipo. 

El hecho de que este modelo no se haya implementado dentro de la es-
tructura de los gobiernos, obliga a actuar con cautela cuando se pretenden ex-
trapolar los resultados obtenidos a un escenario en el que la entidad responsa-
ble de ejecutar a gran escala el modelo multifacético fuera una o varias 
organizaciones estatales (Escobal y Ponce, 2016), como sería el caso de Mé-
xico. Por ello, resulta necesario pensar en la creación de una entidad guberna-
mental con capacidad para diseñar e implementar políticas, programas y pro-
yectos para la población rural donde se articulen elementos de la política social 
–como las transferencias condicionadas– con acciones que mejoren las capa-
cidades productivas y de generación de ingresos de los hogares rurales. Di-
cha entidad debe focalizar sus esfuerzos en los estratos 1 y parte del 2, con 
un enfoque de desarrollo territorial rural12. 

Al respecto, se ha estimado que en alrededor del 90 % de las localidades 
con alta presencia de familias PROSPERA, existen actividades económicas in situ 
                                     
12 En caso de que esta nueva entidad gubernamental decida delegar la operación a nivel de campo 
a entidades privadas u ONG, deberá evitarse la inercia a la que han sido orilladas las denominadas 
Agencias de Desarrollo Rural, al privilegiar el ejercicio del gasto público en miles de pequeños 
“proyectos productivos” de fácil gestión, pero de bajo impacto –por su reducida escala y baja ren‐
tabilidad total– y escasa perdurabilidad, así como a la no consideración de las fuentes de ingreso 
y actividades económicas relevantes de las familias rurales en condición de pobreza. Bajo un en‐
foque de esta naturaleza, en realidad a los pobres se les condena a ser pequeños y no rentables, 
tal como lo señalan Banerjee y Duflo (2012) en su obra intitulada Repensar la pobreza. 



¡OTRO CAMPO ES POSIBLE! 
Agenda pública y política con relación al campo mexicano 

35 

que tienen el potencial de expansión o de desarrollo a un costo razonable, como 
para generar un incremento importante de los ingresos monetarios (Berdegué 
et al., 2016). Esto implica pensar en políticas de codificación del saber hacer 
tradicional y valorización territorial mediante servicios ambientales, turismo o 
gastronomía, entre otros, que prioricen la inversión en infraestructura y el desa-
rrollo sustentable de regiones marginadas de manera mucho más eficaz que la 
tradicional promoción de la agricultura al nivel doméstico (De Janvry y Sadou-
let, 2007)13. 

Existe suficiente evidencia que da cuenta del gran potencial de los em-
prendimientos en estas áreas, y cuyo foco estratégico está en establecer una 
relación íntima entre la actividad emprendedora con los recursos y el patrimo-
nio de los espacios rurales, ello en virtud del advenimiento del consumo expe-
riencial y estético con relación a bienes y servicios producidos localmente, en 
particular por los denominados millennials que están dispuestos a apoyar mar-
cas artesanales/locales sobre las marcas globales estandarizadas, impulsadas 
por grandes empresas (Anderson, 2000; Goodman, 2003; Maye, 2011). Tan solo 
en la categoría de bebidas –café, licores, cerveza, refrescos– se estima que es-
tos productos pueden llegar a capturar hasta 30 % del mercado (Kell, 2016). En 
efecto, la cerveza artesanal, los cafés de especialidad, el chocolate, el mezcal, 
los productos orgánicos, las cadenas agroalimentarias gastronómicas inclusi-
vas peruanas (www.apega.pe), entre otros, constituyen claros ejemplos de ello. 

A este fenómeno, al que también se le conoce como premiumización14 
porque contempla a bienes y servicios que los consumidores demandan tanto 

                                     
13 Con respecto al potencial de mercado de  los sabores  locales, el famoso chef, viajero y trota‐
mundos Anthony Bourdain,  recomendaba  lo siguiente: “donde sea que estés, come  lo que  los 
lugareños saben cocinar o lo que los hace famosos; donde le guste ir a comer a ellos. NO le pidas 
sugerencias al conserje del hotel, ya que él está en el negocio de hacer feliz a los turistas. Ve en 
busca de establecimientos que estén llenos de lugareños. Aléjate de lugares que estén llenos de 
gente como tú”. 
14 Para Nielsen (2016), un producto “Premium” se define como aquél cuyo precio es al menos 20 
% superior al promedio de la categoría. Datos recientes indican que casi 4 de cada 10 consumido‐
res globales dijeron estar dispuestos a pagar por productos Premium, orgánicos o con ingredientes 
naturales (42 %) o ambientalmente amigables o elaborados con materiales sustentables (39 %), y 
31 % dijo que estaría dispuesto a pagar por productos socialmente responsables. Otro dato relevante 
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por razones emocionales como racionales (Nielsen, 2016), se le ha explicado 
de varias maneras. Por un lado está la denominada teoría de la partición de 
recursos sugerida por Carroll (1985) y Carroll & Swaminathan (2000), la cual se-
ñala que a medida que una industria crece y madura, a menudo surgen múlti-
ples nichos y segmentos de mercado que rechazan los productores generalis-
tas producidos por empresas que aprovechan las economías de escala para 
producir un producto homogéneo que se apega a las preferencias gustativas 
de la gran mayoría de los consumidores. Sin embargo, con el paso del tiempo 
surgen consumidores que expresan insatisfacción con este producto homogé-
neo y desean más variedad, identidad y localidad. Esto es lo que ha ocurrido en 
la industria de la cerveza, en donde los cerveceros artesanales han surgido para 
satisfacer esta demanda de variedad, la cual se manifiesta en términos de ma-
yor elección con respecto al estilo, sabor y fuerza. 

En el ámbito del café de especialidad, a este fenómeno se le conoce como 
efecto Starbucks o fenómeno Walmart, pero al revés. Así, la primera empresa, 
líder del segmento de cafeterías, de acuerdo con Furth (2014): 

Es ampliamente considerada en el mundo del café de especialidad, incluso 
por muchos de los abanderados de lo que hoy es ya un verdadero movimiento 
de productores independientes en el rubro, como la principal impulsora del 
consumo del café de especialidad a nivel mundial y como creadora de la lla-
mada segunda ola histórica del café, una ola que los pequeños supieron apro-
vechar para jugar con atributos de calidad y servicio que el gigante, por su 
propia naturaleza, no podía ofrecer.  

Así, gracias a la aparición de nuevos modelos de negocio (como Starbu-
cks) con una propuesta de valor superior, obligó a los modelos ya establecidos, 
a reconsiderar la viabilidad de lo que han hecho siempre (FC, 2016).  

Y en contraste con empresas como Walmart o Home Depot, que ofrecen 
precios más bajos y una gama más amplia de mercancías que sus rivales más 
pequeños, actuando como verdaderas aspiradoras de los negocios locales, 
cuando Starbucks abre un establecimiento al lado de una cafetería local, crea 

                                     
lo constituye el hecho de que cerca del 73 % de los estadounidenses consumen alimentos con ingre‐
dientes mexicanos (HAB, 2015). 
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una especie de nexo de café, pues al no disfrutar de las de ventajas competiti-
vas –particularmente en precios– que reduzcan las ventas de sus rivales locales, 
los consumidores pueden tener una experiencia formativa con un capuchino o 
un frappuccino, por ejemplo, pero lo más probable es que en poco tiempo se 
inclinen por la opción más barata, menos concurrida y a menudo de más alta 
calidad en café (Clark, 2007, 2008). Sea como sea, como lo señala Furth, 

Lo interesante de la historia del negocio del café de especialidad es que deja 
claro que la globalización, incluso en un contexto institucional como el actual, 
que da muchísimas ventajas a los modelos de negocio basados en la gran 
escala, puede dar fruto a industrias en las que la relación entre grandes y pe-
queños se caracteriza más por la sinergia que por el conflicto (Furth, 2014). 

Esta situación resulta particularmente relevante para los pequeños pro-
ductores de café mexicano y para los cuales este producto está asociado a 
grandes fluctuaciones de precio, que frecuentemente no permiten al menos re-
cuperar costos. De ahí que café y pobreza estén tan asociados. En efecto, el 
café es, con mucho, el cultivo permanente más importante que está presente 
en el 40 % de los hogares rurales pobres de México (EnChor, 2013). El movi-
miento hacia el café de especialidad constituye una oportunidad para usar a 
este producto como un eje de desarrollo para las regiones cafetaleras, pero ello 
exige abandonar la lógica inercial de los emprendimientos que suelen impul-
sarse al cobijo de las políticas públicas, los cuales carecen de estrategia al des-
conocer el entorno y las tendencias de mercado. Así, en el caso del café, se 
requiere el diseño de una estrategia agroempresarial que contemple una pro-
puesta de valor alineada a la noción de calidad simbólica y de servicio perso-
nalizado que hoy se premia en el café con mayores precios. 

Al respecto, Daviron y Ponte (2005) afirman que en torno al café existe una 
paradoja, según la cual se ha creado una brecha considerable entre el precio 
pagado por el consumidor y lo que reciben a cambio algunos actores de la red, 
en particular los pequeños productores de café. Para estos autores resulta cru-
cial entender que no es la calidad material lo que los tostadores minoristas y 
bares de café están vendiendo, sino principalmente los atributos de calidad 
simbólicos y del servicio personalizado. Para ello sugieren comprender el con-
cepto de calidad en tres niveles. El primero se refiere a la calidad material o 
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intrínseca, la cual está basada en los atributos materiales del producto, y por 
tanto es independiente de la identidad de los vendedores y compradores; re-
sulta de procesos físicos, químicos o bioquímicos previos que crean y/o selec-
cionan algunos parámetros físicos específicos. La segunda se define como la 
calidad simbólica que no puede medirse con los sentidos humanos o mecanis-
mos tecnológicos complejos, pues está basada en la reputación y se inserta en 
las señales de calidad como las marcas registradas, las indicaciones geográfi-
cas y las etiquetas de sostenibilidad. Y finalmente está la calidad del servicio 
personalizado, la cual se basa en las relaciones humanas que ocurren al mo-
mento de la venta, cuando ocurre el consumo del producto.  

Lo que se vende como un café en un punto de venta como Starbucks, por 
ejemplo, es una mezcla de tres atributos de calidad: material, simbólica y de 
servicio personalizado. Los atributos materiales se relacionan con el sabor, 
aroma y apariencia del espresso o capuchino que el consumidor compra y 
bebe. Los atributos simbólicos están relacionados con Starbucks como una 
marca, la concepción del bar, el ambiente, el diseño interior, la organización 
especial del lugar, su arquitectura, la ropa de los empleados, etc. Y el servicio 
personalizado es la relación entre los empleados y el consumidor, incluyendo 
un componente de trabajo adjetivo. 

Para estos autores, mientras algunos actores de la red –en particular los 
pequeños productores de café y sus organizaciones y algunas empresas que 
se limitan a tostar, moler y vender en canales como el retail y food service– no 
controlen alguna parte de su producción inmaterial, estarán confinados al pro-
blema de los productos no diferenciados y a los bajos márgenes. En lugar de 
conceptualizar el café como granos más o menos tostados/molidos, se debe 
concebir al café como una suma de atributos producidos en diferentes lugares 
geográficos, bajo distintos sistemas de producción y beneficiado, y por distintos 
actores a lo largo y ancho de la red de valor. 

Lo que ilustra este ejemplo del café de especialidad, es el hecho de que la 
integración de las políticas de desarrollo social y de fomento económico, la in-
novación de la estructura gubernamental y del enfoque de emprendimiento 
hasta ahora impulsado, apenas constituyen las precondiciones para romper el 
círculo vicioso de la pobreza en el que se encuentra el 58 % de la población 
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rural y de los pequeños cafetaleros, en particular. También resulta imprescindi-
ble la concurrencia de tres factores clave para un emprendimiento relevante y 
significativo en las vidas de esta población: el conocimiento y la innovación en 
red, los servicios financieros (ahorro, crédito, seguro, factoraje...), la promoción 
genérica de los bienes y servicios ofertados, y el desarrollo organizacional en 
empresas que cuenten con una propuesta de valor diferenciadora, una estrate-
gia robusta y un conjunto de principios básicos, entre los que destacan el de la 
autonomía política y la profesionalización, tal como se analiza más adelante.  

La insistencia sobre las bondades de las soluciones empresariales para 
combatir la pobreza rural y con propuestas de valor diferenciadoras, es porque 
la evidencia robusta sugiere que “las familias pobres actúan de forma preven-
tiva para limitar riesgos, incluso a costa de renunciar a ingresos más altos..., y 
para que las personas puedan adoptar una perspectiva a largo plazo se nece-
sita una sensación de estabilidad”. Estos hallazgos reportados por Banerjee y 
Duflo (2012), los llevan a concluir que si las personas pobres no vislumbran una 
mejora sustancial de su calidad de vida para el futuro, muy probablemente ter-
minen optando por dejar de intentarlo y acaben quedándose donde están: en 
la pobreza. Por ello, resulta crucial diseñar políticas públicas que contribuyan a 
la creación de buenos empleos (es decir, estables y bien pagados) que permi-
tan a las personas dejar la pobreza y les den los espacios mentales necesarios 
para hacer todas las cosas que hace bien o mejor la clase media: invertir en el 
futuro de los hijos, alimentarse mejor, hacer deporte, asistir a eventos culturales 
y emprender negocios innovadores y de mayor escala que le den empleo a 
otros. 

Determinantes regionales y el tipo de emprendimiento deseable 

En el proceso de diseño de una política de esta naturaleza, debe ponerse espe-
cial atención a las determinantes regionales del emprendimiento y al tipo de 
emprendimiento que conviene impulsar en las áreas rurales empobrecidas.  

En lo que respecta a los factores que favorecen el emprendimiento, en la 
exhaustiva revisión sistemática realizada por Müller (2013), sobresale la si-
guiente evidencia: 
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1. La tasa de desempleo tiene un efecto negativo en la formación de nue-
vas empresas. 

2.  La estructura de empleo de una región tiene un efecto, ya que las áreas 
con una gran proporción de obreros manuales tienen tasas más bajas 
de formación de nuevas empresas, mientras que las áreas con una alta 
proporción de mano de obra altamente educada y/o altamente espe-
cializada tienen tasas de puesta en marcha de empresas más altas. 

3. Las tasas de formación de nuevas empresas son más altas en las re-
giones cercanas a las ciudades, con universidades e instituciones de 
investigación superior donde el conocimiento y los derrames tecnoló-
gicos son más extensos. 

4. Las regiones dominadas por pequeñas empresas tienen altas tasas de 
formación de nuevas empresas, mientras que aquellas dominadas por 
grandes empresas tienen tasas bajas. De hecho, la mayoría de los es-
tudios revisados (Müller, 2013) coinciden al señalar que las pequeñas 
empresas "sirven como locomotoras del crecimiento regional y la crea-
ción de empleo", Ya en su obra seminal "Cómo nuestras empresas 
más pequeñas ponen a la mayoría de la gente a trabajar", Birch (1987) 
descubrió que las pequeñas y medianas empresas crean muchos 
más empleos nuevos que sus contrapartes grandes. Y si bien los efec-
tos positivos del empleo de las empresas emergentes son relativa-
mente limitados en los primeros tres años, aumentan significativamente 
después del año seis.  

5. La formación de nuevas empresas tiende a ser más alta en las locali-
dades donde la puesta en marcha implica bajos requerimientos de ca-
pital. 

6. Regiones con fuertes políticas locales que fomentan la base de conoci-
mientos técnicos y fomentan el espíritu empresarial, exhiben una mayor 
actividad empresarial. 

7. En regiones con buen acceso al capital financiero y de riesgo, el capital 
humano y social existente promueve nuevas empresas.  

8. Regiones con una fuerte cultura emprendedora que promueve la toma 
de riesgos, la creatividad y la innovación, y en donde la presencia de 
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otros empresarios actúan como modelos que ayudan a legitimar el es-
píritu empresarial como una profesión. 

9. Regiones con una fuerte orientación empresarial, en donde ser empren-
dedor es legítimo e, incluso, apreciado. 

Lo que estos hallazgos sugieren en que el emprendimiento es un proceso 
específico del contexto, por lo que difícilmente puede estudiarse y fomentarse 
aislado de su entorno inmediato (Welter, 2011). Ello implica trascender la lógica 
de las políticas que a menudo se basan en un enfoque de mejores prácticas 
inspirado en lo que hacen otras regiones o países, en lugar de desarrollar su 
propio programa específico basado en el contexto, para crear condiciones fa-
vorables para los empresarios rurales (North & Smallbone, 2006). 

Con respecto al tipo de emprendimiento que es deseable impulsar, con-
viene tener clara las diferencias  entre dos tipos ideales de emprendimiento: 1) 
emprendimiento en el ámbito rural, y 2) emprendimiento rural (Jack & Anderson, 
2002; Johannisson & Dahlstrand, 2009; Korsgaard et al.,2015); esta distinción re-
sulta fundamental para comprender cómo los empresarios pueden mejorar la 
calidad de vida en comunidades empobrecidas, tanto rurales como urbanas.  

El primer tipo de emprendimiento se relaciona con el contexto espacial 
inmediato como un simple lugar para realizar sus actividades, empleando así 
una lógica del espacio caracterizada por el beneficio y la movilidad. La empresa 
se localiza incidentalmente en el área rural como un espacio para obtener ga-
nancias. 

Este tipo de emprendimiento puede derivar en tasas de crecimiento eco-
nómico altas y rápidas, y esto puede beneficiar a la comunidad en forma de 
creación de empleos. Sin embargo, también conlleva una serie de riesgos y 
problemas, tales como:  

1. El surgimiento de economías de enclave y comunidades de dos nive-
les. Esto ocurre cuando existe desconexión entre las empresas y las 
economías locales o regionales, debido a que la producción se basa 
(principalmente) en insumos importados, y la venta de los bienes y 
servicios resultantes se realiza en mercados no locales. De manera 
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similar, suelen generarse comunidades de dos niveles caracteriza-
das por la exclusión social de la población rural e indígena y las cla-
ses sociales más bajas.   

2. Mayor vulnerabilidad a los cambios en los mercados globales. Debido 
a que tales emprendimientos están marginalmente integrados en la 
economía local, tienen más probabilidades de reubicarse tan pronto 
como otras localidades ofrezcan mejores incentivos económicos 
para la ubicación de la producción. 

3. Uso subóptimo de recursos localizados. Las políticas y los negocios 
que se centran en la competitividad en el mercado global, tienden a 
pasar por alto el potencial de los recursos y las especificidades loca-
les, y por tanto son más vulnerables a las cambiantes condiciones 
del mercado (Simmie y Martin, 2010). 

Por su parte, el segundo tipo, el emprendimiento rural, implica una relación 
íntima entre la actividad emprendedora y el lugar donde ocurre, al vincularse a 
los recursos innatos (naturales, culturales, históricos, humanos, sociales y/o fi-
nancieros) de un lugar. Estos recursos son únicos porque son específicos del 
lugar y ningún lugar está formado por la misma combinación de recursos, lo 
que ofrece oportunidades distintivas para el emprendimiento y la diferenciación 
(Goodman, 2003).  Esto se traduce en nuevas combinaciones de recursos rura-
les localizados que crean valor no solo para el empresario sino también para el 
territorio (Williams et al., 2004; Stathopoulou, et al., 2004).  

Si bien este tipo de emprendimiento no puede garantizar un rápido y ele-
vado crecimiento como lo hace el primer tipo, presenta dos claras ventajas: 1) 
pone foco en el uso de los recursos que están disponibles localmente, incluso 
si estos son más caros de adquirir y usar que los recursos adquiridos en el mer-
cado extra local, y 2) tiene potencial para hacer que las localidades sean más 
resilientes  debido a que es menos probable que las empresas se reubiquen,  
pues su ventaja competitiva se basa en su anclaje al lugar y a la menor depen-
dencia de los recursos adquiridos en el mercado global, lo cual hace que sus 
actividades dependan menos de las fluctuaciones de precio y volumen  (Bris-
tow, 2010; Christopherson, Michie y Tyler, 2010; Hudson, 2010). 
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En suma, las políticas de emprendimiento deben incentivar a los empren-
dedores que contribuyan a valorizar los recursos de los territorios rurales, más 
que incentivar la atracción de empresas que sólo buscan explotar los recursos 
y obtener ganancias de corto plazo.  

2. Conocimiento e innovación 

El hecho de que nueve de los 15 problemas percibidos por los productores 
agropecuarios queden agrupados en el problema relacionado con la “falta de 
capacitación y asesoría técnica” (ver cuadro 1), sugiere que uno de los temas 
clave que no puede seguirse postergando en las políticas públicas lo constituye 
la creación de un sistema profesional y meritocrático de gestión del conocimiento 
e innovación agroalimentaria. La evidencia reportada por Duncan (1989) sugiere 
que las mejoras tecnológicas han sido las responsables del incremento de la pro-
ductividad agrícola, y poco puede ser acreditado a los esfuerzos de política de 
subsidios para adquisición de activos agrícolas. 

No obstante lo anterior, actualmente, menos del 2 % de los productores 
agropecuarios de México forman parte de una organización económica y casi 
90 % no participan en un sistema formal que facilite el modo de aprendizaje del 
tipo haciendo-usando-interactuando entre pares y con otros actores del sis-
tema de innovación (Lundvall, 2009), además de no contar con acceso a servi-
cios financieros, como ahorro, crédito y seguro (ENA, 2014). La consecuencia 
más relevante de estos fallos se manifiesta cuando se analizan las brechas de 
rentabilidad existentes en diversas redes de valor de territorios específicos para 
pequeñas y medianas empresas agropecuarias, destacando diferencias entre 
los modelos de negocio (MN) menos eficientes y los más eficientes, superiores 
al 100 % en seis de los diez casos analizados; mayores al 60 % en dos casos, y 
30 % en otros dos casos (Cuadro 4). La dispersión geográfica de los casos y la 
gran diversidad de redes de valor consideradas, dan cuenta del rezago en ma-
teria de innovación prevaleciente en el campo mexicano. 
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Cuadro 4. 
Brechas de rentabilidad existentes en unidades de producción agropecuarias 

de pequeña y mediana escala en México (2017) 

 
*En el cálculo de utilidad no se consideró la depreciación de los activos fijos, 

el costo de oportunidad de la mano de obra familiar ni del capital. 
**CASI: Costos de Alimentación Sobre Ingresos. Lo ideal para que una empresa obtenga utilidades es te-

ner un CASI del 55, es decir, destinar 55 % de los ingresos a alimentar vacas en producción, y el 45 % res-
tante de los ingresos destinarlos a alimentar vacas secas y reemplazos, pagar medicinas, semen, energía, 

mano de obra y obtener una margen de utilidad. 
Fuente: Reyes, 2018. 

Sin embargo, mientras que en la mayoría de los países desarrollados y 
muchos en desarrollo los sistemas de conocimiento e innovación agrícola han 
sido expuestos a una profunda revisión y reestructuración, en México aún pre-
valece la visión del rol clásico del extensionista como el único eslabón entre los 
agricultores e investigadores, y no como un nodo más de todo un sistema de 
innovación que involucra a múltiples actores que interactúan entre sí, y en 
donde el “extensionista” se convierte en un puente de unión o intermediario 
entre muchos actores (Hall et al, 2004; Röling y Groot, 1998; Klerkx y Leeuwis, 
2009; Faure et al., 2012), ello sin abandonar algunas modalidades de extensión 
convencional que resultan ser muy eficaces para resolver problemas de carác-
ter estrictamente técnico. 

Desde 1996, año de resurgimiento de los servicios de extensión en México 
a escala nacional, se ha tenido una política errática y sobre todo contraria a un 
sistema meritocrático que brinde incentivos para la profesionalización. Se ha 
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transitado desde un modelo orientado solamente a la asistencia técnica ele-
mental para productores de granos básicos, a otros donde el foco es la asis-
tencia técnica integral, la primacía de los denominados despachos agrope-
cuarios sobre los “técnicos libres o independientes”, el pago por “productos” 
(identificación, formulación y puesta en marcha de proyectos), la contratación 
vía organizaciones de productores, la mezcla entre un servicio técnico y el 
subsidio a insumos como supuesto incentivo para la innovación, la gestión de 
la innovación de cadenas productivas de base territorial, la gestión de redes 
de innovación compuestas por plataformas de investigación, módulos demos-
trativos y áreas de extensión; el pago a los extensionistas basado en la certifi-
cación de competencias, entre otros. Una constante de estos modelos es la in-
certidumbre laboral de los profesionistas, dada la inestabilidad de los períodos 
de contratación y, sobre todo, de la remuneración económica. (Muñoz et al., 
2003; Muñoz y Santoyo, 2010; Santoyo et al., 2016). 

Para las UER de los estratos 3, 4, 5 y parte del 2, que representan casi 47 % 
de la Unidades existentes en México, un sistema de conocimiento e innovación 
es determinante para aprovechar el gran potencial productivo existente, reducir 
brechas de productividad y rentabilidad y a la vez reducir la vulnerabilidad de 
estas UER, en lo que respecta a su posicionamiento en los mercados.  

Construir un sistema de conocimiento e innovación viable para estos es-
tratos, requiere aprender de la evidencia disponible y evitar las ocurrencias. Al 
respecto, la evidencia sugiere pensar en un enfoque inspirado en el pensa-
miento de los sistemas de innovación (Lundvall, 2009; Hall et al., 2003), en con-
traposición a los enfoques lineales convencionales (Hounkonnou et al., 2012). 
En el ámbito del sector agropecuario, acuícola y forestal, este enfoque ha to-
mado cuerpo en el concepto genérico de Plataformas de Innovación (PI), las 
cuales se conciben como un foro que busca ayudar a las partes interesadas de 
una red de valor de base territorial a interactuar de manera concertada para 
alcanzar un objetivo común (Nederlof y Pyburn, 2012; Abenakyo, 2012)15. Entre 
los posibles actores figuran agricultores, ganaderos, acuicultores, extensionis-

                                     
15 En Santoyo el al. (2016) existe suficiente evidencia que da cuenta de la viabilidad de este enfo‐
que para México. 
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tas, formuladores de políticas, investigadores, proveedores de insumos y servi-
cios, procesadores y otros interesados que negocian, experimentan y aprenden 
como resultado de sus interacciones y con ello mejoran la competitividad de la 
red de valor (Klerkx and Aarts, 2013; Nederlof et al., 2011; Ngwenya y Hagmann, 
2011a; Swaans et al., 2013; Santoyo et al., 2016). El uso del enfoque de múltiples 
partes interesadas es cada vez más utilizado en temas tan diversos como la 
gestión de recursos naturales, cambio institucional, reducción de la pobreza, 
mitigación y adaptación al cambio climático, aumento de la productividad, ges-
tión de redes de valor, seguridad alimentaria, entre otros temas (Nederlof y 
Pyburn, 2012).  

Las pIataformas de innovación presentan dos importantes desafíos que es 
necesario considerar:  

En primer lugar, varias investigaciones expresan que algunas plataformas 
son sólo "vino viejo en botella nueva", ya que las actividades de investigación 
se centran en demostrar o difundir las tecnologías existentes en lugar de explo-
rar vías de innovación 'fuera de la caja'; lo único que hacen es tener agentes de 
extensión y científicos que despliegan sus ideas sobre las cabezas de los agri-
cultores (Ton et al., 2015) y terminan por reforzar las dinámicas de poder exis-
tentes, al ser utilizadas por los actores poderosos para alcanzar sus propias me-
tas (Swaans et al., 2013)16. Así, hay una creciente evidencia que sugiere que este 
tipo de procesos con múltiples actores puede no ser ventajoso para los grupos 
marginados, los cuales suelen ser anulados o manipuladas por los actores (gu-
bernamentales o no) más poderosos (Edmunds y Wollenberg, 2002; Abenakyo, 
2012; Cullen et al., 2014; Tucker et al., 2014).  

Esto se explica por el hecho de que la mayoría de las PI son facilitadas por 
actores provenientes del gobierno o de los tradicionales institutos de investiga-
ción nacionales e internacionales, muchos de los cuales se estructuran en torno 
a líneas disciplinarias, tienen una larga historia en la transferencia lineal de tec-
nología y cuentan con experiencia limitada en la innovación institucional, la fa-
cilitación de procesos interactivos de múltiples partes interesadas, o en la forma 
de abordar las desigualdades estructurales de poder en las redes de valor (Ton 

                                     
16 Un ejemplo reciente de este enfoque es el Programa MasAgro implementado en México. 
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et al., 2015; Swaans et al., 2013; Nederlof y Pyburn, 2012; Tucker et al., 2014). 
Además de lo anterior, se presentan una serie de tensiones en las plataformas 
debido a la naturaleza dinámica del proceso de innovación, las diferencias de 
intereses, capacidades y poder entre los actores involucrados, lo cual plantea 
un gran desafío a la facilitación de estas plataformas (Kilelu, 2013; Swaans et al., 
2013). 

En segundo lugar, dado que las partes interesadas no siempre se unen 
espontáneamente, las PI no surgen de manera autónoma y, por tanto, implican 
altos costos en términos de recursos humanos altamente calificados, en parti-
cular para facilitar la interacción (Röling y Jiggins, 1998; Leeuwis y Van den Ban, 
2004). En efecto, la clave del éxito de una PI está muy vinculada a las actitudes, 
habilidades y capacidades del facilitador (Swaans et al., 2013), intermediario de 
la innovación (Devaux et al., 2009; Klerkx y Leeuwis, 2008, 2009; Morris et al., 
2006) u orquestador (Sull y Ruelas, 2006; Muñoz et al., 2014). Un facilitador u 
orquestador debe poseer muchas más habilidades que presidir reuniones y 
gestionar la dinámica de las partes interesadas; necesita estar un paso adelante 
en términos de la comprensión de los sistemas de innovación y las redes de 
valor (Ngwenya y Hagmann, 2011b). Aún existe un gran debate en la literatura 
en torno al número de intermediarios que deben participar, su origen y roles, 
así como la escala, la temporalidad y la fuente de financiamiento. Pero la evi-
dencia sugiere que un plazo de cinco años ininterrumpidos y flexibilidad para 
movilizar el conocimiento desde donde esté disponible, resulta suficiente para 
detonar procesos autosostenibles (Muñoz et al., 2012; Muñoz et al., 2014). 

Así, mientras que autores como Batterink et al. (2010), Kilelu et al., (2011), 
Klerkx y Leeuwis (2009) sugieren que un solo intermediario de innovación or-
questa las plataformas de innovación, otros estudios orientados a los procesos 
de innovación muestran que varios intermediarios están activos y hacen dife-
rentes conexiones entre actores y componentes, y actúan como agentes de 
cambio (Eastwood et al., 2012; Klerkx et al., 2010; Stewart y Hyysalo, 2008). 

Respecto al origen de los intermediarios, una de las alternativas plantea-
das es buscar facilitadores que estén estrechamente alineados con el sistema 
agrícola existente; por ejemplo, los extensionistas. Dichos actores, sin em-
bargo, a menudo tienen un mandato y capacidades limitadas que restringen 
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sus posibilidades para actuar como intermediarios de innovación eficaces 
(ver Leeuwis, 2004). Por consiguiente, otra solución puede ser la de involucrar 
a agentes especializados que tienen a la intermediación de la innovación 
como su tarea principal, y son externos a los miembros de la plataforma 
(Swaans et al., 2013). La cuestión con esta alternativa es: ¿quién paga al faci-
litador, por cuánto tiempo, a cambio de qué? 

Por otra parte, aunque las pautas de facilitación de plataformas a menudo 
afirman que el intermediario de la innovación debe ser relativamente neutral y 
objetivo (Klerkx y Leeuwis, 2009), puede haber situaciones en donde los inter-
mediarios deban abogar en nombre de ciertos grupos, particularmente cuando 
hay desigualdades de poder y agendas en conflicto; en este caso se justifica la 
intervención de un facilitador externo que no sea parte de la estructura de poder 
existente (Swaans et al., 2013; Cullen et al., 2014). Sin embargo, también hay 
posiciones, como la de Raboanarielina et al. (2014), que categóricamente afir-
man que la facilitación no debe ser manejada por agentes externos, sino por 
actores localmente arraigados, y con ello garantizar continuidad y sostenibili-
dad de la plataforma una vez que concluya la intervención externa. 

Finalmente, en lo que se refiere a la escala, Nederlof et al. (2011) sugieren 
que las plataformas pueden funcionar a varios niveles: a nivel local, regional-
estatal y nacional. Esta estructura multicapa constituye una gran ventaja, ya que 
asegura que el proceso de interacción realizado a nivel de los tomadores de 
decisiones de política y de los actores que participan en las fases clave de la 
cadena de valor, esté centrado en los problemas y necesidades de los peque-
ños y medianos agricultores que se ubican en el ámbito local. Las plataformas 
a nivel local tienen el potencial para proveer evidencia de nuevas ideas sobre 
cómo innovar los sistemas productivos locales, que luego pueden alimentar al 
diálogo de política de alto nivel (Hounkonnou et al., 2012). 

Lo que estos planteamientos reflejan es la dificultad de sacar conclusiones 
con respecto a los arreglos de intermediación más eficaces, ya que en virtud de 
que las PI emergen de una amplia red de actores vinculados dinámicamente 
dentro de un contexto institucional y político en particular (Hall et al., 2003), el 
tipo de intermediación variará dependiendo del contexto específico, el propó-
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sito de la plataforma, la disponibilidad de los actores y las habilidades requeri-
das (Swaans et al., 2013). En todo caso, se destaca la importancia de empren-
der acciones de desarrollo de habilidades de intermediación de la innovación 
bajo un proceso de aprendizaje interactivo que no puede ser abordado sólo a 
través de formación escolarizada, sino que se requiere aprender haciendo y re-
flexionar sobre el proceso (Ngwenya y Hagmann, 2011). 

No obstante estos desafíos, un aspecto que merece ser destacado del en-
foque de PI es el reconocimiento explícito de que si bien las innovaciones es-
trictamente tecnológicas -el llamado hardware- pueden ser un punto de en-
trada para reducir las mencionadas brechas, las mejoras reales y sostenibles 
en el nivel de vida de los pequeños y medianos agricultores se producen sólo 
cuando también se encara la necesidad del cambio institucional, es decir, el 
cambio de las reglas del juego que reducen la incertidumbre de las interaccio-
nes económicas, sociales y políticas de las personas (North, 1990). Esto signi-
fica considerar las redes de valor, los derechos de propiedad, el acceso a mer-
cados y servicios como crédito y seguro, la cooperación, los contratos y la 
certificación, esto es, considerar la estructura organizativa de las PI, el “orgware”, 
que permite asegurar el funcionamiento del hardware y el software (Hounkon-
nou et al., 2012; Ayele et al., 2012; Nederlof y Pyburn, 2012; Kilelu et al., 2013). 
Estas consideraciones representan un gran avance con respecto a los diversos 
estudios sobre intermediarios de innovación que mostraban una insuficiente 
atención a las desigualdades estructurales en la distribución del poder entre las 
partes interesadas (Faure et al., 2012; Cullen et al., 2014; Schut et al., 2015). 

La mejor evidencia que da cuenta de la pertinencia de este enfoque, se 
encuentra en “la otra agricultura” que también se practica en México. En efecto, 
si bien nuestro país registra una importante dependencia externa en algunos 
productos alimenticios básicos y granos forrajeros, también se observa un pu-
jante sector agroexportador cuya dinámica de crecimiento ha contribuido a eli-
minar el crónico déficit de la balanza comercial agroalimentaria hasta conver-
tirla en positiva para 2017, con la exportación de productos como jitomate, 
aguacate, ganado en pie y carne bovina, pimiento, melón, sandía, berries, 
mango, entre otros, por un valor de 32,000 millones de dólares. Lo que explica 
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este dinamismo exportador es la densa red de instituciones y organizaciones 
de apoyo erigidas en torno a estas plataformas de innovación.  

El diseño, puesta en marcha y evaluación de un enfoque de esta natura-
leza, bien podría ser resultado de un proceso de planeación como el señalado 
para el Grupo 2, pues el Fin, Propósito, Componentes y Actividades Clave de la 
MIR expuesta en el cuadro 3, claramente derivan en Plataformas de Innovación 
acotadas territorialmente.  

Ya en el plano más operativo, para que los sistemas de innovación logren 
su cometido, deben ser pertinentes, eficaces y sostenibles (Santoyo, 2013). La 
pertinencia consiste en definir sistemas de innovación adecuados o convenien-
tes para el propósito que se quiere alcanzar. Por ejemplo, transferencia de tec-
nología, desarrollo de capital humano, desarrollo del capital social o manejo 
sostenible de recursos naturales (Swanson, 2010). La definición de este propó-
sito, en su nivel más elevado, no es una responsabilidad del sistema de innova-
ción propiamente dicho, sino que es una decisión de política sobre en qué 
asuntos intervendrá el Estado y hasta qué punto lo hará. Es decir, los objetivos 
y los alcances de un sistema de innovación deben estar subordinados a esta 
definición general de lo que será la política pública para el desarrollo agroali-
mentario y rural. Esta definición no debe partir simplemente de un acto de au-
toridad, sino de un proceso que contemple las tres actividades clave de la MIR 
señaladas en el cuadro 3; esto permite imprimirle un carácter de asunto público 
a la intervención, y lograr así articular las diferentes iniciativas gubernamentales 
en torno a un mismo problema (Santoyo, 2013).  

Muñoz y Santoyo (2010) han propuesto una metodología, que ha sido am-
pliamente utilizada para la identificación de problemas y oportunidades en re-
des de valor agropecuarias con el propósito de diseñar e implementar políticas 
públicas. En la aplicación de esta metodología, el suministro de información, de 
asesoría y desarrollo de capacidades para los agricultores y otros participantes, 
invariablemente aparece como una acción estratégica. Esto permite dejar claro 
el propósito que debe alcanzar el sistema de innovación requerido y el cómo 
debe articularse con el resto de las acciones públicas que atiendan la proble-
mática de la red de valor en cuestión. Definir sistemas de innovación al margen 
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de una reflexión amplia como la esbozada, lleva a la posibilidad de que el sis-
tema establecido sea egocéntrico y muy probablemente sin pertinencia para 
aportar elementos relevantes al propósito definido por la política pública. Tam-
bién suele generar modelos de innovación inerciales, donde primen más los 
criterios operativos-burocráticos, que resultados de desarrollo y competitivi-
dad sostenible. 

Una vez establecida la pertinencia del sistema de innovación, es decir el 
“qué se debe hacer” y el “para qué se tiene que hacer”, es necesario precisar los 
“cómo lograrlo”, en otras palabras, es necesario precisar “qué tendría que hacer 
el sistema y cómo lo haría” para contribuir a cumplir con los objetivos plantea-
dos. Esto significa diseñar y operar un sistema de innovación eficaz. Como re-
sultado de la participación del CIESTAAM-Universidad Autónoma Chapingo en 
diversas acciones de innovación, se han identificado tres grandes principios a 
considerar para mejorar la eficacia de los sistemas de innovación: i) operación 
presupuestal ágil y de alcance multianual; ii) definición y aplicación estricta de 
criterios técnicos en la operación, y iii) gestión de la innovación a través de un 
sistema de innovación en red (Muñoz et al., 2003; Aguilar et al., 2005; Muñoz y 
Santoyo, 2010; y Aguilar et al., 2011). 

Por ejemplo, el modelo diseñado e implementado para contribuir a reducir 
las brechas expuestas en el cuadro 4, demostró una gran eficacia y eficiencia. 
Un reducido equipo (de no más de siete personas) con habilidades múltiples 
se responsabilizó de la fase diagnóstica en los nueve estados y redes de valor 
diferentes; esta fase consistió en analizar el modelo de negocio (MN) del con-
junto de empresas, para identificar las brechas, los genogramas familiares pre-
valecientes para conocer el proceso de división interna del trabajo y grado de 
especialización, la dinámica competitiva de la red de valor, formular la matriz 
Eliminar-Reducir-Incrementar-Crear (ERIC) y diseñar el Plan de Mejora Compe-
titiva (el cual incluía resultados, indicadores de línea de base y metas, así como 
las innovaciones necesarias a implementar para alcanzar los resultados). Este 
equipo se encargó de articular la implementación, pero contó con el apoyo pun-
tual de especialistas en las áreas de nutrición vegetal y animal, poda de frutales 
y plantas de ornato, expertos en desarrollo organizacional, diseño y construc-
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ción de invernaderos, sistemas de riego, control de plagas y enfermedades, re-
producción y genética, entre otros. Pero es relevante destacar el hecho de que 
las considerables brechas de rentabilidad encontradas entre los MN menos y 
más rentables en redes de valor comunes y en territorios específicos, sugieren 
la existencia de una gran reserva de conocimiento tácito incrustado en las men-
tes de algunas familias locales que han aprendido a innovar sus MN. Y este tipo 
de conocimiento sólo se puede socializar a través de la interacción entre pares, 
pero para ello se requiere de un orquestador que catalice la interacción; en au-
sencia de este actor, el conocimiento queda enclaustrado en pocas familias. 

Finalmente, la sostenibilidad de los sistemas de innovación depende en 
buena medida de fuentes de recursos externos, generalmente públicos. Recur-
sos sujetos a presupuestación anual y operados con funcionarios no especiali-
zados, que como es el caso de México, son muy influidos por coyunturas políti-
cas y presupuestales, y son por lo tanto inestables. La perdurabilidad de los 
servicios de innovación no sólo depende de su desempeño o de su valoración 
por parte de los actores económicos de las redes de valor, sino también de 
desarrollar una red amplia de actores (funcionarios, líderes, profesionales, in-
vestigadores, entre otros) que conozcan lo que se está haciendo y sus resulta-
dos. Por ello, una tarea fundamental es documentar procesos y resultados con 
evidencias de lo que son las buenas prácticas para el diseño, implementación 
y seguimiento de las acciones de innovación, señalando los costos de oportu-
nidad de no desarrollarlas con la calidad e intensidad requeridas (Santoyo, 
2013). 

3. Mercados financieros 

La evidencia generada para 80 países sugiere la existencia de una correlación 
positiva entre el desarrollo del sistema financiero y las tasas de crecimiento eco-
nómico de largo plazo (King y Levine, 1993). Son tres las razones principales 
que sustentan la relación entre desarrollo financiero y crecimiento: i) libera el 
potencial económico de la población; ii) permite la creación de nuevas empre-
sas y posibilita la expansión de las ya existentes, al tener acceso a servicios 
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financieros, y iii) en el caso del medio rural, contribuye a aliviar la pobreza, al 
movilizar el ahorro hacia actividades productivas, siempre y cuando se imple-
menten medidas macroeconómicas y sectoriales coherentes (Wenner y 
Proenza, 2000). 

No obstante esta evidencia, el sector agropecuario mexicano se caracte-
riza por la baja cobertura de servicios financieros, como el crédito y seguro. La 
Encuesta Nacional Agropecuaria-2014 revela que solamente 12.6 % de las Uni-
dades Económicas Rurales (UER) tienen acceso a financiamiento, y son las 
fuentes no formales (empresas que venden insumos y compran cosechas, ami-
gos, familiares y prestamistas) las responsables de suministrar a dos terceras 
partes el servicio.  

Lo anterior ocurre a pesar de contar con la denominada banca de desa-
rrollo, cuya existencia se justifica porque contribuye a mitigar las fallas de mer-
cado y fomenta el desarrollo socioeconómico a través del financiamiento de 
actividades desempeñadas por sectores o segmentos económicos que son 
subatendidos por intermediarios financieros privados (BID, 2013). No obstante, 
al comparar el desempeño de la banca de desarrollo mexicana con sus simila-
res de América Latina, se observa que la primera registra la menor Profundidad –
definida como la proporción de la cartera de crédito otorgada en el mediano y largo 
plazo frente a la cartera total– y Sostenibilidad –medida a través de la tasa de cre-
cimiento medio anual del patrimonio institucional (De la Vega, 2015) (Figura 2). 
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Figura 2. 
Profundidad y sostenibilidad de bancos de desarrollo de América Latina 

 
 

 

 

 

 

 

 

Fuente: De la Vega, 2015. 

Uno de los argumentos tradicionalmente empleados para explicar la baja 
cobertura del crédito en el campo, en particular para los ejidatarios y comune-
ros (que representan 53 % de la tierra cultivada y 76 % de los terrenos rurales) 
(INEGI, 2016), es la indefinición de los derechos de propiedad y la dificultad que 
ello tiene para usar la tierra como colateral. Para ello, se puso en marcha el 
Programa de Certificación de Derechos Ejidales (PROCEDE) con el propósito de 
dar seguridad en la tenencia de la tierra mediante la regularización de la misma, 
y con ello propiciar la inversión en el campo y el financiamiento para proyectos 
productivos rentables. Para 2006, año en el que se declaró el cierre operativo y 
la conclusión del programa, ya se había certificado al 92.3 % de los 31,201 nú-
cleos agrarios del país. Sin embargo, si bien la certificación de la tierra ejidal ha 
permitido una mayor concentración de la tierra, lo cual favorece las economías 
de escala (De Janvry et al., 2015), la canalización de crédito hacia el campo 
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ha caído (Travis, 2016)17. A una conclusión similar llegaron Lawry et al. (2014) 
en una revisión sistemática de 20 estudios que evaluaron las intervenciones 
sobre derechos de propiedad de tierras dirigidas a pequeños agricultores en 
países de renta media y baja de América Latina y el Caribe, África Subsaha-
riana y Asia, donde se encontró que la evidencia empírica acerca del acceso 
a crédito fue muy limitada a pesar de tales intervenciones.  

El hecho de que las denominadas Cajas de Ahorro sean la principal fuente 
formal de crédito agropecuario, con 26.4 % del total de unidades de producción 
(UP) que lo obtuvieron por esta vía (ENA, 2014), sugiere que estamos ante una 
arquitectura financiera rural disfuncional (basada en la denominada Banca de 
Desarrollo) caracterizada por los siguientes atributos: 

1. Baja cobertura: solamente 12.6 % de las Unidades Económicas Rurales 
tienen acceso a financiamiento (ENA, 2014). 

2. Créditos de corto plazo que sólo cubren flujos de efectivo y no crédito 
de largo plazo para invertir y capitalizar las unidades de producción: en-
tre el año 2000 y el 2011, 79 % del crédito fue del primer tipo (De la Vega 
et al., 2014). 

3. Elevada concentración regional: mientras que las regiones norte- no-
roeste concentran 47 % del financiamiento total, las del sur y sureste 
sólo reciben el 22 % (De la Vega et al., 2014).  

4. Concentración en grandes productores: en tanto que entre 2004 y 2011 
los productores con ingresos anuales netos inferiores a los mil salarios 
diarios mínimos sólo recibieron el 20 % del crédito total, los que obtie-
nen ingresos anuales netos mayores a tres mil salarios mínimos diarios 
recibieron el 61 % (De la Vega et al., 2014). 

5. Fragmentación del proceso de intermediación financiera: una de las 
grandes debilidades de la banca de desarrollo y de todos los interme-
diarios financieros no bancarios, es no captar depósitos de sus clientes, 
perdiendo con ello tanto el acceso a una fuente importante de recursos 

                                     
17 De hecho, existe suficiente evidencia que demuestra que la capacidad de una entidad para ges‐
tionar el riesgo crediticio tiene más que ver con la calidad de sus procesos de evaluación y segui‐
miento y con su imagen en el mercado, que con el tipo y uso de garantías (BID, 2007). 
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como de información sobre posibles acreditados. Se pasa por alto el 
hecho de que 73 % de la población rural ahorra, contra solo 37 % que 
pide dinero prestado (ENIF, 2015). ¿Por qué se insiste en ver a las fami-
lias rurales sólo como potenciales deudores, cuando lo que más de-
mandan son servicios de ahorro? 

6. Elevados costos de transacción, por no tener información de los sujetos 
como ahorradores y por tener que canalizar el financiamiento vía la 
banca comercial o Intermediarios Financieros No Bancarios (IFNB) de-
bido a la condición de segundo piso de la banca de desarrollo, en par-
ticular del FIRA. 

¿Cómo dinamizar los servicios financieros rurales en un contexto caracte-
rizado por la lejanía y dispersión geográfica, los bajos montos solicitados, los 
elevados costos de transacción que implica el otorgamiento, seguimiento y re-
cuperación del crédito, carencia de historial crediticio y garantías reales, proble-
mas de acceso a mercados atractivos y seguros, todo lo cual origina problemas 
de riesgo moral y altos costos de transacción para otorgar y recuperar los cré-
ditos eficazmente?  

Estudios realizados con pequeños productores (De la Vega et al., 2017; 
Muñoz et al., 2003) que han logrado establecer vínculos comerciales duraderos 
en forma de contratos con sus clientes, han sido aprovechados para reducir los 
riesgos de mercado y abrir la posibilidad de acceso al financiamiento por repre-
sentar una garantía real. A esto se le suma la asistencia técnica especializada 
para mejorar la productividad y competitividad, así como el involucramiento de 
articuladores que reducen los costos de selección, capacitación, seguimiento y 
acopio de la producción para retener los pagos del crédito. De esta manera, se 
genera la percepción de proximidad (cercanía geográfica y de contacto con los 
acreditados), beneficio mutuo y comprensión que induce a los productores, or-
ganizaciones y compradores a tener comportamientos positivos para mantener 
relaciones de largo plazo. Asimismo, los problemas de información asimétrica 
y los costos de transacción que enfrentan los intermediarios financieros se re-
ducen, haciendo atractivo el financiamiento de las actividades practicadas por 
pequeños productores.  
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Por su parte, entidades como la Caja Popular Mexicana han desarrollado 
una tecnología financiera a lo largo de casi 70 años que les permite ofrecer ser-
vicios financieros como ahorro, crédito, seguros, remesas y pago de servicios 
mediante la construcción de un historial que representa uno de los aspectos 
más importantes para la autorización y otorgamiento de crédito. De esta ma-
nera, se reducen los problemas de información asimétrica y riesgo moral en los 
acreditados, generando incentivos para convertirse en un socio cumplido y res-
ponsable. Esto, junto con las economías de escala (por el número de socios 
atendidos) y de alcance (por la diversidad de servicios ofrecidos), permiten ba-
jar sensiblemente los costos de transacción. 

Estos estudios muestran la posibilidad real de constituir instituciones finan-
cieras sostenibles basadas en la capacidad de la gente para organizarse por sí 
misma, confiar y trabajar unas con otras, con base en valores morales compar-
tidos. Y a ello debiera abocarse la banca de desarrollo, en particular, FIRA, 
dado el gran profesionalismo y solvencia demostrado por más de 60 años 
de existencia. 

4. Gestión de riesgos 

Sobre la base de diversos estudios que abarcan un amplio espectro de regio-
nes y cultivos, los impactos negativos del cambio climático en el rendimiento 
de los cultivos han sido más comunes que los impactos positivos (IPCC, 2014). 
La FAO (2015) estimó que entre 2003 y 2013 alrededor del 25 % de las reper-
cusiones económicas de las catástrofes relacionadas con el clima en los países 
en desarrollo se presentaron en la agricultura.  

Las perturbaciones climáticas reducen la productividad o el valor de las 
cosechas y, a su vez, restringen el acceso a los alimentos; afectan al capital 
físico, cuando los activos quedan destruidos –plantaciones, caminos de acceso, 
entre otros– o cuando los agricultores se ven obligados a vender el capital pro-
ductivo, como el ganado bovino, para superar la crisis de ingresos. Asimismo, 
merman la capacidad de los agricultores de invertir, lo que tiene consecuencias 
negativas para la seguridad alimentaria futura. Y en ausencia de mercados de 
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seguros que funcionen correctamente, una mayor exposición a los riesgos 
puede conducir a las situaciones siguientes: una mayor orientación hacia culti-
vos de subsistencia de bajo riesgo y escaso beneficio, menos incentivos para 
utilizar insumos, como fertilizantes y semillas mejoradas y para poner en prác-
tica nuevas tecnologías, todo lo cual se traduce en una reducción de los niveles 
de inversión. Generalmente, todas estas respuestas dan lugar a una disminu-
ción de los beneficios, tanto actuales como futuros, de la actividad agropecuaria 
(FAO, 2016). 

No obstante que entre el año 2000 a 2017 ocurrieron, en promedio, 300 
fenómenos naturales relacionados con ciclones, lluvia extrema, sequías, tem-
blores y epidemias que han provocado pérdidas estimadas por 470,000 millo-
nes de pesos (CENAPRED, 2017), solamente 3.6 % de las Unidades Económicas 
Rurales contrataron algún seguro, lo cual sugiere una elevada exposición a rie-
gos en un contexto cada vez más aleatorio provocado por el cambio climático. 
De hecho, las pérdidas por causas climáticas, plagas y enfermedades figuran 
como el segundo problema en importancia que expresan tener los productores, 
con 78 % que así lo manifiesta (ENA, 2014). 

En términos generales, los riesgos se podrían clasificar en dos grandes 
grupos: los de alta severidad y de baja frecuencia, y los de baja severidad pero 
de alta frecuencia; por su carácter de imprevisibles, los primeros no pueden ser 
manejados directamente por el hombre y, por tanto, son o debieran ser transfe-
ridos a la industria aseguradora, mientras que los segundos son asumidos por 
los productores a través de inversiones en innovaciones en los procesos produc-
tivos y comerciales a fin de reducir el riesgo (Figura 3). 

En lo que respecta a la transferencia del riesgo de pérdida debido a facto-
res climáticos o biológicos, puede hacerse bajo tres diferentes modalidades: 
(i) contratar un seguro con una compañía privada, (ii) formar un Fondo de Ase-
guramiento que agrupa directamente a los agricultores y en donde cada uno 
de ellos paga su respectiva prima a un fondo común, cuya función es, precisa-
mente, indemnizar a aquellos agricultores que lleguen a registrar siniestros, y 
(iii) se puede acceder a una cobertura limitada a través del componente de Se-
guro Agrícola, Pecuario, Acuícola y Pesquero Catastrófico (SAC) operado por la 
SAGARPA y los gobiernos de los estados, el cual tiene como finalidad atender 



¡OTRO CAMPO ES POSIBLE! 
Agenda pública y política con relación al campo mexicano 

59 

los daños ocasionados por desastres naturales que se caracterizan por ser atí-
picos e impredecibles. 

Figura 3. 
Estrategias de administración de riesgos 

 

Fuente: Banco Interamericano de Desarrollo, 2016. 

 

Por razones de carácter histórico y por la cultura de administración de ries-
gos prevaleciente entre los agricultores, el mercado del seguro ha estado estre-
chamente relacionado con el mercado de crédito. En efecto, el mercado natural 
del seguro lo constituyen aquellos productores que siembran superficies relati-
vamente grandes, con riego, y al financiar sus inversiones con crédito, tienen 
mayor propensión a protegerlas contra la ocurrencia de fenómenos climáticos 
y biológicos adversos, reduciendo con ello la posibilidad de caer en la insolven-
cia y, por consiguiente, el quedar marginados del crédito. Para los agricultores 
que siembran menores superficies, en realidad el seguro es contratado porque 
es un requisito para acceder al financiamiento (Muñoz et al., 2002).  
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Esta situación explica, en gran parte, la razón por la cual la superficie ase-
gurada bajo las dos primeras modalidades (seguro comercial y fondos de ase-
guramiento) se ha mantenido en alrededor de 2.5 millones de hectáreas en los 
últimos diez años, lo que indica un estancamiento en la demanda en este tipo 
de seguros, y refleja la elevada exposición a riesgos en la que se encuentra la 
agricultura mexicana, considerando que anualmente se cultivan 21.9 millones 
de hectáreas (SIAP, 2017).  

Hasta el año 2002, esta situación daba lugar a una especie de juego de 
implementación al que Bardach (1977) le denominó Barril sin fondo: “la imagi-
nación de un dinero público inagotable y siempre disponible como ocasión 
para despertar expectativas, levantar demandas y presionar con amenazas di-
suasivas”. Así, ante la ocurrencia de un año catastrófico para las actividades 
agropecuarias en uno o más estados de la República, se sucedían los reclamos 
(casi siempre magnificados) de los siniestrados al tal grado de comprometer 
las finanzas públicas estatales, lo que invariablemente obligaba a sus gober-
nantes a solicitar ampliaciones presupuestales ante la federación para atender 
la supuesta emergencia. Por tanto, con el fin de evitar una permanente presión 
a las finanzas públicas y tener un techo presupuestal previsible para atender 
estas contingencias, se decidió crear la tercera modalidad de acceso al seguro 
para cubrir riesgos climáticos catastróficos, contratados por los gobiernos esta-
tales con subsidio federal. 

A diferencia de las dos primeras modalidades, que no han crecido en los 
últimos diez años, la del seguro catastrófico ha registrado un crecimiento im-
portante hasta representar cuatro veces más superficie asegurada que el se-
guro comercial (Figura 4). 

El seguro catastrófico es un seguro masivo, adquirido directamente por 
los gobiernos estatales y gobierno federal (a través de las aseguradoras comer-
ciales o fondos de aseguramiento) con el fin de proteger a los productores de 
bajos ingresos cuando ocurra algún desastre natural que afecte a las activida-
des agrícola, pecuaria, pesquera o acuícola y son de cobertura limitada18. Los 

                                     
18 Por ejemplo, en cultivos anuales de temporal el monto máximo de cobertura no es mayor a 
$1,500/ha, máximo 20 ha/productor; en cultivos anuales de riego y frutales el monto máximo es 
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productores asegurados no están identificados en el momento de la contrata-
ción, y son los estados quienes reciben las indemnizaciones en caso de catás-
trofe, para luego indemnizar a los productores en las áreas siniestradas. No 
existe costo de operación para las aseguradoras, en virtud de que son los Go-
biernos de los estados y las delegaciones estatales de la SAGARPA quienes rea-
lizan la evaluación de daños en campo (ajuste), por lo que las aseguradoras 
sólo tienen un costo de administración. 

Figura 4. 
Superficie asegurada por el Sistema Nacional 

de Aseguramiento para el Medio Rural 

Fuente: Anuario Estadístico de Seguros y Fianzas (CNSF, 2016) y del Banco de México. 

  

                                     
$2,500/ha, con hasta 20 ha/productor para el primer grupo de cultivos y de 10 ha/productor para 
el segundo grupo.  
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Tres hechos relevantes a considerar dan cuenta de la brecha de innova-
ción existente en materia de gestión de riesgos, a saber: 

1. Desde su surgimiento en 1978, los fondos de aseguramiento han lo-
grado una gran capacidad de autogestión y sostenibilidad, logrando 
coexistir con los monopolios estatales de aseguramiento –primero 
ANAGSA y luego AGROASEMEX– y con las compañías privadas de seguro. 
Incluso, entre 2010 y 2016, lograron mayor cobertura que las privadas, 
con un 62 % de la superficie asegurada a nivel nacional. 

2. En los 25 años transcurridos entre 1991 y 2015, solamente en tres años 
la relación siniestros pagados/primas emitidas fue mayor que uno. Con-
siderando que para garantizar viabilidad financiera de una aseguradora 
se requiere que dicha relación sea al menos de 0.85, ello significa que 
solamente en ocho de los 25 años las aseguradoras no lograron operar 
en su punto de equilibrio o tuvieron que recurrir al reaseguro (Figura 5).  

3. Al igual que como ocurre en 65 países (desarrollados y emergentes) 
que canalizan importantes subsidios a las primas de seguro –que osci-
lan entre un promedio de 8 % para 55 países, hasta un máximo de 73 
% en Italia, 45 % en EUA o 50 % en Canadá (Mahul y Stutley, 2010) con 
la finalidad de incentivar su contratación, México también canaliza re-
cursos públicos a este estratégico servicio, principalmente para subsi-
diar las primas y para el seguro catastrófico. Entre 2010 y 2015 estos 
conceptos significaron un total de 24,600 millones de pesos, contra 
10,400 millones de pesos pagados por las aseguradoras por conceptos 
de siniestros; esto significa que el gobierno ha tenido que canalizar 
136.7 % más de gasto público para incentivar el mercado asegurador, 
que la suma de siniestros pagados por las aseguradoras, tanto las pri-
vadas como los fondos de aseguramiento, situación que sugiere un 
problema de desestímulo para el desarrollo de un mercado privado de 
seguros. 
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Figura 5. 
Relación siniestros pagados/primas emitidas 
en el ramo de seguro agrícola y de animales 

Fuente: Anuario Estadístico de Seguros y Fianzas (CNSF, 2016) y del Banco de México. 

En suma, considerando que casi 80 % de la superficie asegurada a nivel 
nacional se encuentra bajo la modalidad del seguro catastrófico y que en reali-
dad se trata de un seguro para que los gobiernos no sufran un desfalco en sus 
presupuestos, más que un seguro para los productores, resulta crucial innovar 
el sistema nacional de aseguramiento a partir de la sólida experiencia que han 
generado los fondos de aseguramiento, una de las organizaciones más robus-
tas y emblemáticas que hoy existen en el campo mexicano, junto con las legen-
darias Cajas Populares que nacieran allá por los años cincuenta (Muñoz et al., 
2002; Muñoz et al., 2003). Así, resulta necesario fortalecer el sistema de rease-
guro, mejorar sus capacidades técnicas y de autogestión en definición de pri-
mas e innovar en productos de seguro. Y en lo que respecta a las aseguradoras 
privadas que prácticamente se han estancado en superficie asegurada, habría 
que revisar la política gubernamental en materia de seguros catastróficos que 
ha derivado en una situación de confort (por las ganancias fáciles que implica) 
y desincentivo a la innovación. 
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5. Promoción genérica 

Las actividades agropecuarias son relevantes para las economías por dos ra-
zones fundamentales: la primera, porque miles de familias están involucradas 
en la producción de productos agrícolas19, y la segunda, porque estos produc-
tos son consumidos por millones de personas tanto del país donde se produ-
cen, como en países a los cuales se exporta. Por lo tanto, el sostenimiento y 
expansión de nuevos mercados a través de programas genéricos de promo-
ción, investigación e información son cruciales para el bienestar de quienes 
producen y consumen. Estos programas desempeñan un papel relevante en la 
creación de demanda, ya que aumentan el mercado total para los productos.  

Es importante destacar que los programas de promoción impulsados 
para marcas específicas, son complementarios a las iniciativas de publicidad 
cuyo propósito es incrementar la cuota de mercado de los competidores indi-
viduales, además de ser de gran beneficio para los pequeños productores que 
no disponen de los recursos y el poder de mercado para promoverse por sí 
mismos.  

En conclusión, “los programas efectivos, continuos y coordinados de pro-
moción genérica, investigación e información sobre productos agrícolas permi-
ten: (1) fortalecer la posición de las industrias agrícolas de productos básicos 
en el mercado; (2) mantener y expandir los mercados y usos nacionales y ex-
tranjeros existentes para los productos agrícolas; (3) desarrollar nuevos merca-
dos y usos para productos agrícolas, y (4) ayudar a los productores a alcanzar 
sus objetivos de permanencia”. Estos beneficios son destacados por la Ley de 
Promoción, Investigación e Información de Productos Básicos de los Estados 
Unidos (U.S.C, 1996), la cual ha permitido a los productores estadounidenses 
crear demanda en México y otros países para productos como el kiwi, pera, 
manzana, nectarina, duraznos, fresas, papas procesadas, pasas, cacahuates, 

                                     
19 El término “producto agrícola” incluye: (i) productos agrícolas, hortícolas, vitícolas y lácteos; (ii) 
el ganado y los productos del ganado; (iii) los productos de las aves de corral y la cría de abejas; 
(iv) los productos de la silvicultura; (v) otras mercancías criadas o producidas en granjas, y (vi) pro‐
ductos procesados o fabricados a partir de los productos especificados en los incisos anteriores. 
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carne de res, cerdo y pollo, granos, madera, entre otros. Los argumentos esgri-
midos para justificar esta ley son pertinentes para un contexto como el que pre-
senta el sector agroalimentario mexicano, y sugieren la relevancia que tiene una 
política espejo de esta naturaleza.  

Si bien nuestro país ya cuenta con una política de incentivos para Campa-
ñas genéricas de promoción nacional e internacional de productos del sector 
agroalimentario, ésta adolece de tres fallos clave: 

1. En virtud de la debilidad de la organización económica de los produc-
tores, así como de las organizaciones interprofesionales –que en Mé-
xico se conocen como Sistemas Producto–, no existe en realidad de-
manda efectiva y capacidad para diseñar e implementar de manera 
sostenida programas de promoción genérica, salvo casos excepciona-
les como el del aguacate. 

2. Se carece de los mecanismos institucionales y organizacionales que 
permitan impulsar el diálogo entre actores de las diferentes redes de 
valor acerca de las condiciones de mercado y la necesidad de crear 
programas de promoción, negociar la representación paritaria en los 
órganos de dirección y ejecución, impulsar refrendos para determinar 
el nivel de aceptación de dichos programas, definir y operar los meca-
nismos para el cobro obligatorio de cuotas y, finalmente, para ejecutar 
los programas de promoción. 

3. Debido a lo anterior, y con la excepción de los casos del aguacate y en 
menor medida del mango, existe una total dependencia de fondos gu-
bernamentales para diseñar e implementar programas promocionales 
de mediano y largo plazo y, sobre todo, adecuados a las necesidades 
de las cadenas productivas, más que del gobierno para posicionar su 
imagen pública. Considérese que los programas de promoción gené-
rica deben ejecutarse a lo largo de varios años para obtener impactos 
significativos, razón por la cual se necesitan mecanismos de financia-
miento que permitan la planificación y la ejecución de tales programas 
por largos períodos. En Estados Unidos, por ejemplo, existen productos 
que se han estado promoviendo de manera ininterrumpida desde los 
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años cincuenta. Por su parte, el aguacate mexicano, uno de los más 
exitosos en los mercados de exportación, tiene por lo menos 17 años 
de esfuerzos de promoción continua que lo han posicionado como uno 
de los mejores del mundo. De igual manera, el mango mexicano expor-
tado al mercado estadounidense se ve beneficiado por la promoción e 
investigación realizada por la National Mango Board (NMB) con las 
cuotas aportadas a razón de 75 centavos de dólar por libra, cobrados 
en frontera o pagadas directamente al Consejo para el caso del mango 
cultivado nacionalmente20. 

Debido a estos fallos, la gran mayoría de los productores agropecuarios 
mexicanos se ven excluidos de los beneficios que potencialmente se podrían 
obtener de la promoción genérica. Al respecto, los resultados de evaluaciones 
de beneficio/costo reportadas por investigadores en una amplia gama de pro-
ductos agrícolas promovidos, están en el rango de 4:1 a 6:1, lo que indica que 
por cada dólar gastado, al menos de 4 a 6 veces esa cantidad se genera en 
nuevos ingresos, ganancias o "excedentes económicos" para la industria 
(Ward, 2006; Wohlgenant, 2006). Esta regla parece ser razonablemente robusta 
con una relación beneficio/costo reportada para la carne de bovino, 5.6:1; carne 
de cerdo, 4.8:1; lácteos, 4.6:1; flores, 6.6:1; ciruelas pasas, 2.7:1; huevos, 4.7:1 y 
naranjas procesadas, entre 2:1 a 4:1, según los modelos y el período de análisis 
(AMS-USDA, 2005; Capps, Bessler y Williams, 2003; Alston et al., 1998; FPO, 2005; 
Kaiser, 2005; Reberte, Schmit y Kaiser, 1996; Ward, 2004). 

El valor potencial de los programas de promoción genéricos difiere depen-
diendo del entorno de cada Red de Valor en particular. Blisard y Blaylock (1989) 
afirman que tales programas funcionan mejor cuando: 

 Hay un gran número de productores que pueden ofrecer un producto 
agropecuario globalmente homogéneo y sus productores por sepa-
rado no tienen posibilidad de diferenciar y promover sus propios pro-
ductos. 

                                     
20 La aportación de cuotas genera derechos de participación en el Consejo de Administración del 
NMB el cual se integra por ocho importadores, siete productores extranjeros (tres de ellos mexi‐
canos), dos productores nacionales y un gestor (Consejo vigente para 2017‐2019).  
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 El producto no tiene grandes extremos en la diferenciación de marca, 
aunque las marcas pueden existir conjuntamente con programas ge-
néricos. 

 Los productores tienen objetivos de marketing bien definidos al diseñar 
e implementar publicidad genérica. 

 La industria no está monopolizada por unos pocos grandes jugadores 
cuyos objetivos están en conflicto con los de la industria total. 

 Existe un mecanismo equitativo para cobrar cuotas a todos los que se 
benefician de los programas. 

Si bien el crecimiento de la demanda total de un producto agrícola se logra 
más fácilmente mediante la promoción genérica (Ward, 2006), es importante 
tener presente que hacer crecer la demanda no sólo implica un mayor nivel de 
consumo en términos físicos, sino también que el consumidor pague más por 
un producto. Por ejemplo, el caso de las Peras USA promovidas en el mercado 
mexicano es ilustrativo, pues si bien el tamaño de mercado decreció ligera-
mente al pasar de 107,000 a 103,000 toneladas entre 1994 y 2011, el valor de 
mercado pasó de 20 a 70 millones de dólares en el mismo período. La inversión 
en promoción ha representado entre 1.0 y 1.5 % del valor de las ventas (Grupo 
PM, 2016)21.  

La corrección de los fallos señalados no sólo resulta relevante para crear 
demanda en los mercados de exportación, sino también en el mercado interno, 
sobre todo en un contexto de creciente fortalecimiento y dinamismo del canal 
supermercado, y mayor competencia por el espacio de anaquel con productos 
importados22.   

                                     
21 Conferencia dictada por el Director del Grupo PM. Universidad Autónoma Chapingo. Noviembre 
del 2007. 
22 Mientras en 1996 había en el anaquel de perecederos de  los supermercados 138 diferentes 
frutas y verduras, en 2015 había 258. Por su parte, las Tasas de Crecimiento Media Anual de este 
canal crecieron 17 % en 2006, 8 % en 2010, 6.7 % en 2013, vs el crecimiento menor al 2 % de la 
economía (Grupo PM, 2016). 
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6. Información de mercados 

Una de las máximas de una negociación eficaz y eficiente es que no se consi-
gue lo que se merece, sino lo que se negocia (Ury, 1993). Y además del poder –
que lo puede dar la escala, la calidad...– y claridad de objetivos, un elemento 
fundamental para obtener un resultado ganar-ganar es la información. En el 
ámbito del sector agropecuario, la información de mercados sobre precios a lo 
largo de la cadena producción-consumo, volúmenes disponibles, estacionali-
dad, calidades, entre otras, está muy fragmentada, es poco confiable o es asi-
métrica, es decir, una de las partes que intervienen en los procesos de compra-
venta no cuentan con la misma información que la otra sobre el producto, 
servicio o activo objeto de la compraventa. Esta situación conduce a un fallo de 
mercado que proporciona un resultado económico ineficiente, sobre todo para 
el primer eslabón de la cadena. 

Por ejemplo, si cualquiera de los actores de una red de valor desea cono-
cer la forma como se integra el precio de un determinado producto agroalimen-
tario a lo largo de la cadena producción-consumo, debe recurrir a los datos que 
generan cuatro diferentes instituciones, a saber:  

1. El Servicio de Información Agroalimentaria y Pesquera (SIAP). Genera y 
publica los precios pagados al productor primario. 

2. Sistema Nacional de Información e Integración de Mercados (SNIIM). 
Genera y publica el comportamiento de los precios al mayoreo a partir 
del monitoreo de las diferentes Centrales de Abasto. 

3. Procuraduría Federal del Consumidor (PROFECO): Monitorea los precios 
máximos y mínimos de menudeo de más de dos mil productos para 
diferentes ciudades y formato de establecimientos comerciales. 

4. Apoyos y Servicios a la Comercialización (ASERCA). Informa sobre los 
precios físicos y de futuro de productos agropecuarios en mercados 
nacionales y extranjeros en sus diversas modalidades.  

Además de la fragmentación, otra de las debilidades del “Sistema” de 
Información de Mercados existente es que si bien se cubre la fase de recolec-
ción, se falla a la hora del análisis y diseminación, de tal suerte que permita 
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tomar mejores decisiones por parte de los diferentes actores de las redes de 
valor (Figura 6). 

Figura 6. 
Componentes de un sistema de información de mercados 

agrícolas (IICA, 2016) 

 
 

Con respecto a la diseminación de información, especialmente relacio-
nada con el mercado, la evidencia disponible muestra que las tecnologías de 
la información y de la comunicación (TIC) tienen efectos significativos sobre la 
productividad agrícola, al reducir las disparidades y brechas de información, lo 
cual incide en la habilidad y capacidad de los agricultores para negociar mejo-
res precios o términos de venta más atractivos.  

Las mejoras clave se derivan de factores tales como mejor información 
acerca de los servicios financieros, provisión de datos relacionados a la agricul-
tura, pronósticos del tiempo y un mayor acceso a información relacionada a los 
mercados (López et al., 2017).  
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7. Desarrollo organizacional 

Si algún tema refleja con toda elocuencia la obsolescencia de las políticas pú-
blicas hacia el campo es, precisamente, el de la organización. Así, de las cuatro 
millones de Unidades de Producción con actividad agropecuaria, solamente 2.4 
% están integradas a grupos u organizaciones para gestionar servicios, como 
crédito, ahorro, seguro, asesoría técnica, comercialización y compra de insu-
mos (INEGI, 2007). Ello significa que más del 97 % de las UPR de México realizan 
sus operaciones de compra-venta en forma individual, y su poder de negocia-
ción depende más de la escala que hayan logrado acumular (vía compra, 
renta, aparcería o coordinación horizontal entre familias), que de la acción co-
lectiva entre pares. El que la mayor proporción de las UER comercialicen su 
producción agrícola y ganadera vía intermediarios (Cuadro 5), es un síntoma 
de la baja cooperación prevaleciente en el campo mexicano. “Esta situación 
provoca elevados costos de transacción y fuertes inequidades en las cadenas 
comerciales, generando lujos de extracción del excedente económico hacia 
sectores de alta rentabilidad (multinacionales, especulación, agroindustria a 
gran escala), en espacios no rurales” (Oliver y Tacuba, 2017).  

Cuadro 5. 
Canales de venta de los productos agropecuarios 

Unidades 
de 

producción 

Intermediario 
Directo al 
consumi‐

dor 

Empacadora, 
industria/ras‐

tro 

Central 
de 

abasto 

Centro 
comercial 

o supermer‐

cado 

Otro 

país 
Otro 

Agrícolas*  42 %  20 %  9 %  2 %  1 %  0.1 %  3 % 

Ganaderas*  59 %  39 %  4 %  1 %  1 %  0.3 %  5 % 

Nota: * Las respuestas no son excluyentes, ya que cada unidad puede vender a más de un canal. 
Fuente: ENA_INEGI, 2014. 

En México no se han podido consolidar muchas –más de las pocas que 
ya existen– organizaciones económicas rurales fuertes centradas en el desarro-
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llo de los pequeños y medianos productores,23 en virtud de que la acción colec-
tiva en el sector rural “ha sido siempre el resultado de la imbricación entre es-
tructuras partidarias y organización social” (Garretón, 2013). En efecto, en un 
análisis realizado por De Grammont y Mackinlay sobre la organización surgida 
en el campo entre 1938 y mediados del 2000, se logran identificar tres oleadas, 
cada una con sus peculiaridades definidas por las contradicciones y conflictos 
vigentes en su momento. 

La primera oleada corresponde al predominio del corporativismo, que logró 
absorber a la mayoría de las nuevas organizaciones y aniquilar a las que no 
aceptaban la existencia del monopolio partidario del PRI. La segunda se dio 
con la crisis de representación del corporativismo, pero todavía en el marco 
del Estado de bienestar, con el fortalecimiento de las organizaciones indepen-
dientes y autónomas. La tercera se manifestó bajo el impulso de la globaliza-
ción y la transición democrática, con dos procesos divergentes: organizacio-
nes que optan por vincularse con los partidos políticos para impulsar sus 
demandas y otras que buscan crear sobre la base de la autonomía, la auto-
gestión y la creación de redes sociales (De Grammont y Mackinlay, 2006). 

Así, salvo casos excepcionales, las organizaciones campesinas han op-
tado por subordinase totalmente a los partidos y al Estado, o bien mantienen 
cierta autonomía relativa, pero establecen estrechas relaciones con los mismos, 
al asumir que sólo con su apoyo se pueden cambiar las reglas y las institucio-
nes que rigen la sociedad, además de poder acceder a los generosos subsidios 
y recursos de fomento que se reparten discrecionalmente vía diferentes progra-
mas gubernamentales (De Grammont, 2008; Martínez, 1991). En realidad, “este 
modelo parte de la desconfianza hacia la ciudadanía y de quienes, al no cana-
lizar sus intereses a través del sistema corporativista, amenazan su estabilidad. 
De hecho, el gran mito fundacional de nuestro sistema es que, sin el sistema 
corporativista, reinará la inestabilidad y la violencia” (Canales, 2015). 

                                     
23 Entendemos al desarrollo en el sentido de Alain Touraine (1978) como el “conjunto de acciones 
que hacen pasar a una colectividad de un tipo de sociedad a otro, definido por un grado más alto 
de intervención de la sociedad sobre ella misma” (Martínez, 1991). 
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Si bien este enfoque pudo haber sido funcional en la etapa revolucionaria 
y posrevolucionaria de México (marcada por la fragmentación, la violencia de-
rivada de las pugnas constantes entre facciones, regiones y grupos de interés), 
así como en un marco de fuerte intervención del Estado en la economía rural24; 
en el nuevo contexto de liberalización, de transición democrática y descentrali-
zación de poder, ya no resulta viable y sólo contribuye a profundizar la situación 
de pobreza e inserción precaria de los pequeños y medianos productores en 
las redes de valor. 

El mejor contraste de los efectos indeseables de la imbricación entre las 
estructuras partidarias y la organización de los pequeños y medianos produc-
tores lo constituye el caso de los grandes productores de Sinaloa y Sonora, los 
cuales han logrado edificar una sólida estructura organizacional, económica 
y gremial. En efecto, en el primer estado, los agricultores privados han logrado 
conformar diez asociaciones agrícolas que representan a más de 30,000 agri-
cultores; estas asociaciones, a su vez, integran la poderosa Confederación de 
Asociaciones Agrícolas del Estado de Sinaloa (CAADES) cuya misión es “Repre-
sentar y defender los intereses de los productores agrícolas, nacional e interna-
cionalmente, direccionando las acciones en la creación y generación de valor 
con enfoque de mercado, para lograr certidumbre, permanencia, competitivi-
dad y rentabilidad del sector”. A través de cada una de las asociaciones y de la 
propia CAADES, los productores tienen acceso a una mezcla de servicios que 
incluyen: financiamiento, seguro, cobertura de precios, comercialización de gra-
nos; compras consolidadas de fertilizantes, semillas, agroquímicos, diésel cen-
trifugado, maquinaria, equipo y herramientas; investigación y transferencia de 

                                     
24 Hasta finales de los noventa, el crédito era otorgado al ejido por el Banco Nacional de Crédito 
Rural (BANRURAL) teniendo como única garantía de pago la cosecha esperada. Adicionalmente, to‐
dos los acreditados debían contratar un seguro agrícola a una institución del gobierno: la Asegu‐
radora Nacional Agrícola Ganadera y Ejidal (ANAGSA). Por su parte, la Compañía Nacional de Sub‐
sistencias  Populares  (CONASUPO)  compraba  las  cosechas  de  granos  a  un  precio  de  garantía 
establecido. Considerando que una proporción importante del crédito se otorgaba en especie, el 
propio banco oficial celebraba arreglos contractuales con las empresas productoras de insumos: 
si se trataba de fertilizantes o semillas,  las paraestatales Fertilizantes Mexicanos (FERTIMEX) y  la 
Productora Nacional de Semillas (PRONASE) los proveían; si se trataba de insecticidas o herbicidas 
las empresas privadas los abastecían, previo acuerdo con el banco (Muñoz, et al., 2010). 
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tecnología, asesoría fiscal, certificación de buenas prácticas, promoción de los 
productos en los mercados internacionales, defensa en general del interés de 
los productores, entre otros.  

Un factor determinante para el logro de este nivel de desarrollo organiza-
cional ha sido la autonomía, logro que no ha sido fácil alcanzar y tampoco man-
tener. Así, desde 1932, año de promulgación de la primera ley de Asociaciones 
Agrícolas, hasta 1954, fueron constantes las pugnas entre los productores y sus 
organizaciones con el poder político para independizar las iniciativas de los or-
ganismos de los intereses políticos del Estado, así como de poner freno a la 
utilización de las asociaciones y de la CAADES como plataforma política, por 
parte de los agricultores. En 1937 se establece que los miembros y empleados 
de la federación, el estado y los municipios quedaban impedidos para ocupar 
cargos directivos, y hasta 1954 se define a las asociaciones de agricultores 
como públicas y autónomas (Aguilar y Romero, 2011)25.  

En el caso de Sonora, en 1966 se conformó la Asociación de Organismos 
de Agricultores del Sur de Sonora, A.C. (AOASS) por siete organizaciones de 
productores privados de gran tradición que a su vez agrupan alrededor de 1,440 
productores agrícolas activos que cultivan un promedio anual de 136,000 ha de 
riego. Las siete organizaciones integradas son: Asociación de Productores de 
Navojoa (APRONSA), creada en 1954; Unión de Crédito Agrícola de Huatabampo 
(UCAH), fundada en 1954; Unión de Crédito Agrícola del Mayo (UCAMAYO), 
creada en 1933; Unión de Crédito Agropecuario e Industrial del Valle del Yaqui 
(UCAIVYSA), fundada en 1966; Unión de Crédito Agrícola del Yaqui (UCAY), fun-
dada en 1942; Unión de Crédito Agrícola de Cajeme (UCAC), creada en 1944; 
Asociación de Agricultores del Valle del Yaqui (AAVYAC), fundada en 1963 y 
Grupo Cajeme. A través de esta red de organizaciones, los agricultores reciben 
                                     
25 Sin embargo, dado el poder económico y político logrado por CAADES, en un contexto de cre‐
ciente polarización política estatal y nacional, ha llevado a situaciones de división alentadas por la 
influencia oficial en los procesos de sucesión, a tal grado que una de la Asociaciones más fuertes 
(La AARC) decidió dejar de pagar cuotas a la CAADES, lo que ha afectado las finanzas y la operati‐
vidad de esta representación sectorial porque se trata de la asociada de mayor aportación finan‐
ciera. Esta situación de conflicto también es resultado de la creciente asimetría de poder entre los 
productores de granos y hortícolas, y en donde los primeros perciben trato desigual de su organi‐
zación en los procesos de negociación ante el Estado.  
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una mezcla de servicios como crédito, seguro, comercialización, almacena-
miento, venta de fertilizantes, agroquímicos y semillas, entre otros.  

La principal diferencia en cuanto al modelo organizacional seguido por los 
pequeños y grandes productores estriba en que los segundos han logrado eri-
gir –no sin problemas y aún con debilidades por afrontar– una “asociación au-
tónoma de personas, unidas en forma voluntaria, para satisfacer necesidades 
en común mediante una empresa, de propiedad conjunta y gestión democrá-
tica”. Por su parte, los primeros sólo han sido organizados para votar, no para 
producir, tal como lo dijera alguna vez Oscar Brauer Herrera, Secretario de Agri-
cultura durante el gobierno de Luis Echeverría Álvarez, allá por los años 70. 

Entre los pocos ejemplos de organizaciones de pequeños productores 
que agrupan a ejidatarios y comuneros que han logrado configurar una mezcla 
de servicios igualmente atractiva para sus asociados, destacan algunas en la 
Red de Valor café tales como la Coordinadora Estatal de Productores de Café 
de Oaxaca (CEPCO), la Cooperativa “Tosepan Titataniske” en Puebla, la Unión 
de Comunidades de la Región del Istmo (UCIRI), en Oaxaca, entre otras. Y al 
igual que en el caso de las organizaciones de agricultores sinaloenses y sono-
renses, estas organizaciones cafetaleras han logrado mantener su autonomía 
frente a los partidos, aunque establecen relaciones con ellos como espacio de 
socialización de problemas.  

En términos generales, hay consenso en torno al tipo de organización que 
se requiere para el campo mexicano y que es, de hecho, el modelo seguido por 
CAADES y la AOASS. Así, Muhammad Yunus, Premio Nobel de la Paz 2007, co-
nocido como el banquero de los pobres, afirma que “actualmente hay un solo 
tipo de empresas en la teoría del capitalismo: las empresas con fines de lucro”, 
y propone incorporar un segundo tipo de empresas: “las empresas destinadas 
a hacer el bien a la gente” y a las cuales llama ‘empresas sociales’. Se trata de 
un tipo de empresa en la que sus dueños no cobran dividendos y que están 
hechas como para no perder dinero, de manera que puedan devolver sus in-
versiones originales, tanto a sus socios como a los acreedores. “Es una empresa 
sin pérdidas y sin utilidades: ni gana, ni pierde” (Yunus, 2011). Su razón de ser 
se justifica en la medida en que mejoren las condiciones de vida de la población 
rural y de sus socios mediante los servicios con valor agregado, ofrecidos.  
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En palabras de Víctor Suárez (2009), “se trata de la empresa campesina, 
empresa comunitaria, empresa social, entre cuyas características se encuen-
tran las siguientes: propiedad colectiva, un socio un voto, autogestión, capitali-
zación de los participantes, servicios al costo, control colectivo, información y 
educación. Asume diversas figuras jurídicas y generalmente se articula a redes 
regionales, estatales y nacionales así como a un sistema de iniciativas econó-
micas conformando verdaderos corporativos campesinos”. A nivel internacio-
nal, a esta modalidad se le conoce como cooperativa y se rige por siete princi-
pios, a saber: gestión democrática, participación económica de los socios, 
educación e información, interés por la comunidad, autonomía e independen-
cia, adhesión libre, voluntaria y abierta, y cooperación entre organizaciones 
(ACI, 2010). 

La pertinencia y eficacia de estos principios ya fue validada en un contexto 
como el de las organizaciones rurales mexicanas (Muñoz et al., 2012). En efecto, 
a partir de la selección de una muestra aleatoria de 75 organizaciones localiza-
das a lo largo y ancho del país y en diferentes redes de valor, se evaluó la rela-
ción existente entre el desempeño organizacional y la adopción de los siete 
principios; los resultados indican correlación entre ambas variables: a mayor 
adopción de los siete principios, mayor diversidad de servicios ofrecidos a los 
socios y viceversa (Figura 7). 

En virtud de que la organización es un asunto que implica dilemas socia-
les, es decir, “situaciones en las que los individuos deben elegir acciones en 
contextos de interdependencia, en las que cada individuo si decide elegir estra-
tegias con base a un cálculo de maximización material individual a corto plazo, 
sus acciones producen un resultado subóptimo en comparación al que obten-
dría si cooperara con el colectivo” (Poteete et al., 2010), necesariamente debe 
ser facilitada, pero siempre con miras a detonar y consolidar la “asociación 
autónoma de personas, unidas en forma voluntaria, para satisfacer necesida-
des en común mediante una empresa, de propiedad conjunta y gestión de-
mocrática”.  
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Figura 7. 
Correlación entre el grado de adopción de los siete principios 

y la mezcla de servicios 

 
Fuente: Muñoz et al., 2012. 

Al respecto, si bien son múltiples los programas gubernamentales imple-
mentados con el propósito de impulsar el desarrollo organizacional en el 
campo mexicano, la mayoría parten del supuesto de que las organizaciones ya 
tienen resuelto uno de los requisitos básicos para empezar a ser conceptualiza-
das como empresas: la existencia de una estructura técnica–operativa mínima, 
diferente a la estructura formal, representada por el consejo de administración, y 
la definición de un plan estratégico que oriente el rumbo de la organización. Lo 
cierto, sin embargo, es que 72 % de las organizaciones carece de dicho plan y no 
existe separación de funciones directivas y gerenciales o no se cuenta con tal 
estructura (Muñoz et al., 2012).  

Y a pesar de la recurrencia de programas gubernamentales que plantean 
la canalización de subsidios para financiar temporalmente dicha estructura, 
casi todos asumen la idea de que dicha estructura debe ser externa; incluso se 
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prohíbe explícitamente la asociación entre los profesionistas pagados con re-
cursos públicos y la organización. Sin embargo, los hallazgos resultantes de la 
investigación realizada en la muestra aleatoria de 75 organizaciones demues-
tran que mientras más estrecha es la relación entre los profesionistas –llamados 
en dicha investigación como personal técnico– y la organización, mayor es la 
consolidación organizacional en términos de adopción u observancia de los 
siete principios, diversidad de servicios ofrecidos a los socios y mayores precios 
pagados a socios (Figura 8). 

Figura 8. 
Relación entre el tipo de vínculo del profesional técnico 

y el desarrollo organizacional 
 

Fuente: Muñoz et al. (2012). 

Por tanto, bien podría pensarse en un Programa que subsidie en un hori-
zonte de tres a cinco años, la estructura técnica/gerencial de las organizaciones 
y cuyos indicadores de evaluación puedan ser fácilmente verificados, a saber:  

1. Grado de aplicación de los siete principios organizativos básicos. 

2. Mezcla de servicios ofrecida a los productores, distinguiendo entre so-
cios y no socios.  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3. Alcance o cobertura de cada servicio, diferenciando a los socios de los 
no socios.   

4. Nivel de precios pagados al productor por sus productos, o de ahorros 
logrados por los insumos o servicios ofrecidos.   

 En suma, el precario nivel organizativo de los pequeños y medianos pro-
ductores, en particular los ejidatarios y comuneros que detentan 76% y 53 % de 
los terrenos y superficie rural del país, respectivamente (INEGI, 2016), constituye 
un serio obstáculo para aspirar a mayores niveles de desarrollo en el campo, 
superar la ingente pobreza de una proporción importante de este segmento de 
población, aumentar el poder de negociación para mejorar las condiciones de 
inserción en los mercados y reducir el carácter regresivo del gasto público ha-
cia el campo. 

8. Sanidad e inocuidad  

El argumento económico para la intervención del gobierno en cuestiones fito y 
zoosanitarias, así como en la inocuidad, es por la necesidad de corregir las fa-
llas del mercado que surgen de las asimetrías de información y las fallas de 
coordinación en este tipo particular de actividades. De manera general, la so-
lución a este problema es aquella que opera a una escala espacial mayor y 
requiere de coordinación entre fincas (López et al., 2017). 

Aunque México mantiene un estatus fito y zoosanitario que es considerado 
superior al de los países vecinos de la frontera sur, al interior del territorio existen 
diferentes niveles: es muy elevado en la zona norte, y de serio riesgo de pérdida 
de patrimonio en la zona sur; por lo que se puede calificar como un patrimonio 
fito y zoosanitario desfavorable a nivel del país. Esta situación se manifiesta por 
la prevalencia o aparición de enfermedades que merman la calidad de los pro-
ductos con potencial exportador e inclusive de aquellos orientados al mercado 
nacional, pero que requieren la movilización interestatal. 

Estos contrastes regionales son resultado de no considerar las diferencias 
entre estratos de productores analizados anteriormente, así como tampoco las 
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asimetrías en desarrollo organizacional entre los productores de las regiones 
norte, centro y sur, tal como se hizo notar en el tema organizacional. Y es que si 
en algún tema se manifiesta con elocuencia la importancia de la acción colec-
tiva, es en la sanidad e inocuidad, pues las plagas y enfermedades no conocen 
fronteras y no distinguen entre un productor que adopta los más elevados es-
tándares y otro, vecino del primero, que no lo hace. 

Dos factores adicionales que contribuyen a explicar este estado de cosas 
son los siguientes:26  

En primer lugar destaca el arreglo institucional prevaleciente desde 1996, 
que establece la operación del control fito y zoosanitario a través de convenios 
de concertación entre el Gobierno Federal, los gobiernos estatales y organismos 
auxiliares de sanidad vegetal (OASV) en el caso agrícola, de fomento y protección 
pecuaria (CEFPP) para la protección pecuaria, y de sanidad acuícola (CESA), en 
el caso acuícola. 

Estos procesos (basados en los principios de descentralización, cofinan-
ciamiento y atención a la demanda de los productores) no contemplaron con-
servar las estructuras mínimas adecuadas para cumplir con las responsabilida-
des indelegables –como la vigilancia fitosanitaria de plagas cuarentenarias y 
exóticas, la supervisión normativa, el control de la movilización de productos 
regulados y la planeación estratégica–, así como tampoco de mantener una 
estructura base de personal, motivada en principios de calidad del servicio. Por 
el contrario, el esquema de reducción burocrática se basó en los programas de 
retiro voluntario, lo que provocó la salida de personal, generalmente preparado 
para cumplir sus labores, afectando sensiblemente la calidad del servicio oficial. 
Este proceso de reducción de personal y recursos ha sido el principal obstáculo 
para la creación de estructuras estatales del Servicio Nacional de Sanidad 
Inocuidad y Calidad Agroalimentaria (SENASICA).  

Otra deficiencia institucional se presenta en la inexistencia de una instan-
cia que lleve a cabo el monitoreo de los recursos que administra el Fideicomiso 

                                     
26 Los argumentos empleados en este apartado fueron tomados íntegramente de FAO‐SAGARPA, 
2012. 
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Fondo de Fomento Agropecuario de los Estados (FOFAE), para el caso especí-
fico de los programas de sanidad e inocuidad agroalimentaria. Por tanto, el arre-
glo institucional prevaleciente conlleva a que el SENASICA se vea limitado a ejer-
cer una conducción estratégica de las acciones fitosanitarias del país. Este 
arreglo institucional inadecuado es una de las causas de la reducida capacidad 
operativa para desplegar una estrategia fito y zoosanitaria efectiva.  

En segundo lugar, destaca la reducida capacidad operativa de las institu-
ciones formales para desplegar estrategias efectivas. Así, las instituciones res-
ponsables de desplegar una estrategia fito y zoosanitaria tienen una reducida 
capacidad operativa. La primera causa de esta situación es que la planeación 
de la política sanitaria no está orientada a objetivos y metas. Por el contrario, 
ésta se realiza con base en planes de trabajo anual que no corresponden a 
procesos de planeación estratégica con visiones de mediano y largo plazo, de 
manera que orienten la planeación operativa anual. Esto ha reducido el poten-
cial de los recursos de los programas para incrementar su eficacia en términos 
de mayores impactos económicos, comerciales y fito-zoosanitarios27.  

El esquema actual de la asignación de recursos reduce la posibilidad de 
orientarlos hacia las prioridades sanitarias nacionales, debido a que una impor-
tante proporción de las decisiones sobre el destino de los presupuestos se rea-
liza en el ámbito estatal y, principalmente, en cada comité sanitario estatal. Este 
enfoque limita las posibilidades del SENASICA para incidir adecuadamente en la 
orientación de los recursos hacia las prioridades nacionales, además de no pre-
ver la atención con un enfoque regional de los problemas fito-zoosanitarios para 
resolver las externalidades negativas que las plagas y enfermedades pueden 
generar entre estados y regiones del país. 

Otra causa de la reducida capacidad operativa para desplegar una estra-
tegia fito y zoosanitaria efectiva es la insuficiente infraestructura física y personal 
para instrumentar los controles. Aunque se han tenido importantes avances en 
la infraestructura de inspección y vigilancia y las plantas de control biológico, 
                                     
27 Un ejemplo del desconocimiento de la importancia de controles sanitarios por las UER se ob‐
serva en la región citrícola de la región del Golfo. En dicha región las huertas de las UER con baja 
rentabilidad, son abandonadas, lo que representa focos de infección, desde donde se propagan 
las enfermedades con mayor facilidad a las UER que continúan con su actividad productiva.  
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existen claras falencias, puesto que los laboratorios existentes no son suficien-
tes para certificar los procesos de inocuidad en todos los productos de expor-
tación, principalmente porque la mayoría de ellos están destinados a los pro-
cesos sanitarios pecuarios, y sólo once se encuentran en los procesos de 
sanidad vegetal e inocuidad.  

Asimismo, existen limitados incentivos para realizar acciones de mejora 
sanitaria. La poca conciencia acerca de la importancia de los controles fitosa-
nitarios es una expresión de las carencias de información o del desconoci-
miento de los productores sobre la seriedad de los problemas que podrían cau-
sar al ser humano, al medio ambiente y a la rentabilidad de sus UER un 
problema de índole sanitario. Lo anterior, aunado a los bajos incentivos para 
realizar acciones de mejora sanitaria, conlleva a que el productor no tenga in-
terés en controlar plagas y enfermedades en sus predios, pues el mercado na-
cional de productos agropecuarios no impone exigencias de calidad certificada 
a los productos, sino que sólo se limita a observaciones organolépticas. Por ello, 
a menos que los productores accedan al mercado en las cadenas de super-
mercados, grandes centrales de abastos o exporten, no tienen mayor interés en 
controlar plagas y enfermedades fito y zoosanitarias.  

9. Uso eficiente del agua 

En la agricultura se ocupa 77 % del agua dulce disponible en México, pero so-
lamente 17.6 % de las unidades de producción tienen superficie agrícola de 
riego con aproximadamente 6.5 millones de hectáreas, de las cuales 3.3 millo-
nes corresponden a 86 distritos de riego (DR) y las 3.2 millones restantes a más 
de 40,000 unidades de riego (UR)28 (ENA, 2014; CNA, 2016). Debido a que los DR 

                                     
28 Los DR son proyectos de irrigación desarrollados por el Gobierno Federal desde 1926, año de 
creación de  la Comisión Nacional de  Irrigación, e  incluyen diversas obras,  tales como vasos de 
almacenamiento,  derivaciones  directas,  plantas  de  bombeo,  pozos,  canales  y  caminos,  entre 
otros. Por su parte, las UR son áreas agrícolas con infraestructura y sistemas de riego, distintas de 
los distritos de riego y por lo general de menor superficie que éstos. Pueden integrarse por aso‐
ciaciones de usuarios u otras  figuras de productores organizados, que se asocian entre sí para 
prestar el servicio de riego con sistemas de gestión autónoma y operar las obras de infraestructura 
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y UR se diseñaron para el riego por gravedad, en ocasiones sólo se construye-
ron las redes de canales y drenes principales, quedando las obras parcelarias 
a cargo de los usuarios; lo anterior, sumado al deterioro de la infraestructura 
acumulado en varias décadas por la insuficiencia de recursos económicos para 
su conservación y mejoramiento, propiciaron una baja eficiencia promedio de 
aplicación, estimada en 60 % (IMTA, 2010).  

En efecto, esta baja eficiencia puede explicarse por la poca tecnificación 
de los sistemas de riego, toda vez que más del 77 % de las UER utilizan uno de 
los tipos de irrigación menos eficiente: por gravedad o rodado, y conducen el 
agua principalmente a través de canales de tierra (Figura 9). 

Figura 9. 
Tipo de irrigación utilizado en México 

 
Nota. Las sumas no dan 100 % porque cada unidad de producción 

puede utilizar más de un sistema de riego. 
Fuente: ENA, 2015. 

                                     
hidráulica para  la captación, derivación, conducción, regulación y distribución y desalojo de  las 
aguas nacionales destinadas al riego agrícola (CNA, 2016).  
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Uno de los indicadores que da cuenta de la baja eficiencia en el uso del 
agua es la productividad económica, medida por el valor económico obtenido 
de la producción agropecuaria por m3 de agua. Así, para los DR este indicador 
promedio es de $4.17/m3, y para las UR es de $5.03/m3, aunque se presentan 
grandes variaciones entre regiones hidrológicas y entre DR, siendo la menor de 
$1.99/m3 y la mayor de $7.0/m3 (CNA, 2016). Una referencia que da cuenta de la 
brecha de mejora posible es el indicador promedio ponderado, calculado por 
el IMTA (2010), de $8.49/m3 al considerar el efecto de la tecnificación del riego 
para 14 estados. Asimismo, al determinar la cantidad de nitrógeno que se lixivia 
por efecto de la baja eficiencia de riego, se estimó en 36 % menor como resul-
tado de la tecnificación de los sistemas de riego, lo cual se traduce en menos 
contaminación del suelo y cuerpos de agua. 

Entre las causas principales que suelen argüirse para explicar esta baja 
eficiencia en el uso de este vital líquido está la gratuidad del agua para riego y 
el subsidio a la tarifa eléctrica.  

En lo que respecta a la gratuidad, resulta que no obstante ser el sector 
agrícola, pecuario y acuícola el que concentra el 64 % del total de los títulos de 
concesión o asignación inscritos en el Registro Público de Derechos de Agua, 
el pago de derechos por explotación, uso o aprovechamiento de las aguas na-
cionales al amparo del título de concesión, autorización o permiso otorgado por 
el Gobierno Federal, sin exceder el volumen concesionado, es igual a cero pe-
sos/m3. Y cuando se excede del volumen concesionado, se paga una cuota 87 
veces menor que la pagada por otros sectores en la zona más cara para aguas 
superficiales y subterráneas. Considerando que el indicador “el agua paga el 
agua” calculado por la CNA a nivel nacional es de 0.73 -lo cual indica que al 
menos para 2015 la recaudación brindó los recursos suficientes para financiar 
las actividades de gobierno y gobernanza del agua (CNA, 2016), ello significa 
que la sociedad en su conjunto está pagando caro la ineficiencia de los siste-
mas de riego agrícola. 

En cuanto a la tarifa eléctrica, y bajo el supuesto de incentivar los procesos 
primarios de las actividades agrícolas, se otorga un subsidio implícito en las 
tarifas de electricidad para el bombeo de agua para uso agrícola (tarifa 09) que 
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representa aproximadamente el 64 % del costo real de la generación y distribu-
ción de energía (FAO, 2012), y que en los hechos puede llegar a representar una 
disminución de hasta 90 % en el pago de energía eléctrica. 

Esta situación de gratuidad y subsidio han derivado en incentivos limitados 
para mejorar la eficiencia del uso del agua y reducir las pérdidas de ésta, ade-
más de ser un subsidio altamente regresivo al concentrarse en el 10 % de aque-
llos productores con mayor superficie de riego y consumo. Al existir un precio 
distorsionado que no se incorpora al costo real del uso del agua, se incentiva la 
sobreexplotación de las aguas subterráneas, se desalienta la inversión en tec-
nologías de riego más eficientes y se reorienta el agua alejándola de las activi-
dades con mayor rentabilidad económica (OCDE, 2013a). Estudios muestran 
que la eliminación de los subsidios a la electricidad, a la par de incentivos para 
la adopción de tecnologías conducirían a una reducción del 15 % en la extrac-
ción de agua en el corto plazo, y una reducción del 19 % en el largo plazo 
(OCDE, 2013b). 

Una buena práctica que ya ha demostrado eficacia la constituye el Pro-
grama de Tecnificación de Riego en el que participan conjuntamente la SA-
GARPA, el FIRA, los productores y las empresas desarrolladoras de proyectos 
de tecnificación de riego que participan en el diseño hidráulico, eléctrico y 
agronómico, obra civil, instalación del equipo y acompañamiento técnico en 
todo el proceso (Caballero, 2018). La mezcla de recursos entre subsidios (43.5 
%), crédito (34.2 %) y aportaciones directas (22 %) induce un fuerte elemento 
de pertinencia, mientras que la asesoría técnica mejora considerablemente la 
calidad del proceso, además de contribuir a garantizar que, en efecto, ocurra 
una mayor eficiencia en el uso del agua, pues la tecnificación por sí sola, no 
lo garantiza. En efecto, el IMTA (2010) estima que la diferencia en ahorro de 
agua entre la tecnificación, con y sin acompañamiento técnico, es hasta del 
28 % en favor del primero (Figura 10). 

En suma, esta situación de elevada ineficiencia en el uso de agua en la 
agricultura debe revertirse dadas las tendencias de incremento poblacional y 
de mayor variabilidad en la disponibilidad y calidad de agua ante el cambio 
climático. De acuerdo con las proyecciones de CONAPO, entre 2015 y 2030 la 
población del país se incrementará en 16.5 millones de personas, aunque las 
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tasas de crecimiento tenderán a reducirse. Este incremento de la población 
ocasionará la disminución del agua renovable per cápita a nivel nacional, la 
cual pasará de 3,692 m3/hab/año en 2015 a 3,250 en el 2030 (CNA, 2016). 
 

Figura 10. 
Requerimiento de agua calculados para 75,312 ha, antes 

de la tecnificación y después de la tecnificación 

(mm3=millones de metros cúbicos de agua, IMTA, 2010) 

10. Agricultura familiar 

Para la FAO (2014), las explotaciones agrícolas familiares son, con gran diferen-
cia, la forma de agricultura predominante en el mundo: hay más de 570 millones 
de explotaciones agrícolas a nivel mundial, de las cuales más de 500 millones 
son granjas familiares que producen más del 80% de los alimentos del mundo, 
en términos de valor, y en conjunto, constituyen la fuente más importante de 
empleo.  

Pero, ¿qué se entiende por agricultura familiar en los diferentes países, in-
cluyendo a México? 
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Para el Departamento de Agricultura de Estados Unidos, las granjas fami-
liares constituyen casi 99 % de las granjas estadounidenses y contribuyen con 
más del 89 % de la producción agrícola; se definen como aquellas donde el 
operador principal y las personas relacionadas con él por sangre, adopción o 
matrimonio, poseen más de la mitad de los activos del negocio agrícola o las 
acciones de la corporación (USDA-ERS, 2015). La escala promedio varía, de-
pendiendo del cultivo: en granos y oleaginosas, desde 256 ha para maíz, hasta 
405 ha para trigo; en frutas no cítricas, desde 50 ha para aguacate, hasta 170 ha 
para uvas; en frutas cítricas, desde 59 ha para limones, hasta 279 ha para na-
ranjas; en berries, desde 30 ha para arándano, hasta 49 ha para fresa, y en hor-
talizas, desde 16 ha para calabazas, hasta 516 ha para lechugas en sus diferen-
tes tipos (MacDonald et al., 2018). 

En la Unión Europea, el 97 % de todas las explotaciones están en manos 
de una persona física; en la mayoría de los casos esta persona también es el 
administrador de la granja, y conjuntamente con los miembros de su familia la 
opera; sólo 16 % del trabajo agrícola total es realizado por trabajadores no fa-
miliares. Este tipo de granjas familiares comprenden el 69 % del suelo agrícola 
de la UE, y su tamaño medio asciende a 10 ha, frente a las explotaciones em-
presariales cuyo tamaño medio es quince veces superior (152 ha). Sin embargo, 
si bien todas las granjas pequeñas son familiares, también ocurre lo mismo 
para el 60 % las explotaciones de gran tamaño –100 ha o más–, que también se 
caracterizan por su modelo de organización y propiedad familiar (EC, 2013).  

En el caso de México, SAGARPA y FAO (2012) caracterizaron la agricultura 
familiar (AF), y en términos generales asimilan los estratos 1, 2 y 3 del cuadro 2, 
anteriormente señalado, como los que integran la denominada AF, represen-
tando el 81.3 % del total. Y para determinar las unidades con potencial produc-
tivo, se usaron los siguientes criterios: que el valor de activos físicos de la uni-
dades de AF estuvieran por debajo de la media nacional; que el ingreso bruto 
de las unidades (incluyendo al autoconsumo) fuera “preponderantemente” agrí-
cola ganadero, silvícola, pesquero o acuícola; que el ingreso bruto promedio de 
las unidades no fuera superior al correspondiente a todas las unidades de la 
línea de base empleada y que el tamaño de la superficie fuera menor a las 15.5 
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ha. Con base en estos criterios, 49.6 % del universo estimado de AF tiene poten-
cial productivo, lo cual representa el 39.6 % con respecto al universo total de 
unidades económicas rurales de todo el país, con un tamaño promedio de 4.7 
ha, es decir, una superficie promedio por unidad cinco veces menor que el sec-
tor rural en su conjunto.  

A partir de estos resultados se infiere que para estos organismos, agricul-
tura familiar y pequeña escala son lo mismo, y no se concibe que una unidad 
de producción de mayor escala –digamos con más de 15 ha, que de acuerdo 
al Censo 2007 representan 10 % del total nacional– pueda ser familiar, indepen-
dientemente de que su dueño y familia se involucren en la operación y sean 
propietarios de ella.  

Con la intención de superar las limitaciones del trabajo de SAGARPA-FAO, 
Yúnez et al. (2013) situaron la agricultura familiar (AF) en México y para ello la 
definieron como “aquella unidad de producción agropecuaria y forestal que usa 
por arriba del 50 % de mano de obra familiar respecto al total de la fuerza de 
trabajo involucrada en estas actividades productivas”, y distinguieron entre la 
AF especializada (AFE) y la pluriactiva (AFP), siendo esta última la que obtiene 
menos del 50 % de su ingreso bruto total de las actividades agropecuarias y 
forestales, y la primera cuando ocurre lo contrario. 

El resultado obtenido indica que considerando datos del Censo-2007, so-
lamente 35.2 % de las 5.5 millones de unidades de producción existentes en 
2007 eran familiares y que, conforme crece el tamaño de las unidades, el peso 
de las que son AF, disminuye, no existiendo unidades de producción de carácter 
familiar a partir de las 20 ha. Asimismo, de acuerdo con estos criterios, se estima 
que en 1991 la proporción de unidades familiares era de 83.5 %, por lo cual se 
infiere un drástico descenso de la agricultura familiar. Sin embrago, conside-
rando datos de la Encuesta Nacional a Hogares Rurales de México, resulta que 
para 2007, el 57.9 % de los hogares rurales eran AF, 47 % AFE y 53 % AFP. Y a 
diferencia de los resultados obtenidos con el Censo, en este caso el peso de la 
AF aumenta ligeramente con respecto a 2002 y se observa una ligera tendencia 
a incrementarse la AFE. 
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Con esta forma de conceptualizar y cuantificar la AF, resulta que tanto en 
Estados Unidos como en el conjunto de los países que integran la Unión Euro-
pea ¡es más relevante este tipo de agricultura que en México! Estas diferencias 
se explican, en gran medida, porque sólo en México se asocia el factor de la 
escala, que por lo general es pequeña y pobre, con el carácter familiar de las 
unidades económicas; en el resto de países resulta más relevante el hecho de 
que sea la familia la que tome las decisiones diarias de operación, independien-
temente de la contratación de mano de obra, y que también controle la unidad 
a través de la propiedad de los activos. 

Esta noción coincide con la que se ha generalizado para las empresas fa-
miliares, para las cuales se ha establecido que su carácter familiar se conserva 
si: 1) Se mantiene el control de la empresa por medio de una o varias familias, 
2) Existe participación en la gestión o gobierno de la empresa a través de la 
dirección o mediante un consejo de familia, por ejemplo, y 3) Existe voluntad e 
intención de continuidad, lo que implica profesionalizar la toma de decisiones y 
pensar en la sucesión (Belausteguigoitia, 2012). Bajo esta concepción, más de 
90 % de las empresas que cotizan en la Bolsa Mexicana de Valores tienen una 
clara representación familiar en el capital y en el control, y 99 % de la micro, 
pequeña y medianas empresas son familiares (KPMG, 2013). Y para el caso de 
la agricultura, bien se puede afirmar que también son familiares una proporción 
cercana al 100%. 

A partir de esta concepción de empresa familiar, tres temas que merecen 
especial atención con respecto a la agricultura familiar en México, son el tema 
de la profesionalización, la sucesión y el de la escala. 

En lo que se refiere a la profesionalización y sucesión, se trata de un tema 
ignorado e incomprendido en las  políticas públicas; se pasa por alto que un 
proceso planeado de transferencia de los activos –tierra, derechos de uso de 
agua, maquinaria y equipo, semovientes, instalaciones, cartera de clientes y, 
sobre todo, el saber hacer– a la siguiente generación, constituye un factor de-
terminante para mantener la integridad de las unidades económicas y poten-
ciar su futuro crecimiento; de lo contrario, al dejar este proceso a la inercia, usos 
y costumbres, invariablemente se conduce a conflictos intrafamiliares, a la 
subutilización de los activos o a una dinámica de pulverización de los activos al 
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confundir la herencia con la sucesión. Para los dos grandes tipos de tenencia 
de la tierra que prevalecen en México: la ejidal/comunal y la propiedad privada, 
esta situación tiene implicaciones distintas, a saber: 

Para la tenencia ejidal, que representa el 67.7 % de los terrenos rurales y 
44.5 % de la superficie rural, con un tamaño promedio de 6.8 ha/parcela (INEGI, 
2016), la sucesión suele confundirse con la herencia de la propiedad a la per-
sona elegida, misma que debe garantizar la preservación del núcleo familiar 
(Concheiro y Quintana, 2003), independientemente de la edad y capacidades 
técnico-profesionales para innovar o al menos mantener activa la unidad eco-
nómica. Ello explica la elevada proporción de mujeres (98 %) que han recibido 
la tierra por herencia, pero cuando ocurre este acto, las mujeres se encuentran 
al final de su etapa productiva y difícilmente pueden asumir el control efectivo 
de la tierra heredada, razón por la cual optan por establecer tratos agrarios 
(renta, aparcería o préstamo), fraccionar y vender. Lo mismo suele ocurrir 
cuando el sucesor es un hijo(a) que carece de incentivos y capacidades para 
emprender innovaciones que permitan reducir brechas de productividad, cre-
cer vía tratos agrarios o mediante la compra, diversificar o agregarle valor a los 
bienes y servicios obtenidos, entre otras.  

Lo anterior también explica el hecho de que una parte importante de la 
juventud rural y con mayores niveles de escolaridad, opte por migrar, y no ne-
cesariamente porque sea su opción preferida, sino porque existen barreras im-
portantes a su inserción, tanto en la vida productiva como social, en sus comu-
nidades rurales; una de estas barreras la constituye la dificultad de acceso a la 
tierra a una edad temprana (Dirven, 2002)29. De hecho, 48 % de los sujetos agra-
rios en ejidos y comunidades son posesionarios o avecindados, los cuales tien-
den a crecer mucho más en número que los ejidatarios y de seguro llegarán a 
ser mayoría pero sin derecho a incidir en las decisiones fundamentales de sus 

                                     
29 Por el espíritu emprendedor mostrado por quienes se aventuran a emigrar con muy alto riesgo, 
podemos pensar que México no sólo pierde jóvenes, sino pierde una mayor proporción de los más 
emprendedores. Así, las zonas rurales están perdiendo constantemente uno de sus recursos más 
valiosos y no tardará mucho tiempo en que se considere que la ausencia de jóvenes emprende‐
dores representa el factor limitante para el progreso en dichas regiones. (BID, 2007).  
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localidades, como el acceso a la tierra, situación que debe ser objeto de la po-
lítica pública. A este respecto, debe tenerse presente que más del 60 % de las 
tierras ejidales y comunales son de uso común, destacando el uso forestal, 
ganadero, minero, pesquero y acuícola. Quizás sobre esta superficie podría 
recaer un nuevo enfoque de uso y aprovechamiento basado en la incorpora-
ción de la población joven, tanto de hombres como de mujeres (Díaz et al., 
2011).  

En el ámbito de la propiedad privada, que representa el 20.9 % de los te-
rrenos rurales y 41 % de la superficie rural, con un tamaño promedio de 40.2 
ha/parcela (INEGI, 2016), el jefe del clan familiar no se da el tiempo para pensar 
en la sucesión y opta por entregarse a la operación del día a día, sin compren-
der que las posibilidades de permanencia y trascendencia de su empresa au-
mentan considerablemente si concibe a la sucesión como un proceso que em-
pieza por pensar en cómo educar a los hijos a través del verbo hacer, es decir, 
a través de su involucramiento gradual en los procesos productivos, comercia-
les y decisorios, hasta llegar el momento en que una vez demostrada la capa-
cidad de “aprender a hacer, hacer, enseñar a hacer, hacer-hacer y, finalmente 
dejar hacer” a cada uno de los hijos en los diferentes ámbitos de competencia 
demostrados, y se retire en vida para dar entrada a las ideas de las nuevas ge-
neraciones (Tàpies, 2012). La evidencia generada por Reyes (2018) en nueve 
redes de valor agroalimentarias localizadas en nueve estados, desde Sonora 
hasta Chiapas, a través de la caracterización de 90 modelos de negocio (MN) y 
genogramas familiares de pequeñas y medianas empresas, indica que los MN 
más rentables corresponden a las familias donde existe mayor nivel de integra-
ción u organización familiar en los procesos productivos y comerciales, es decir 
donde existe profesionalización y división de funciones, lo cual sugiere un pro-
ceso de sucesión planeado que puede garantizar la integridad de la empresa 
una vez que los patriarcas deleguen la dirección de la empresa a los sucesores 
(Figura 11). 
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Figura 11. 
Nivel de integración familiar en los Modelos de Negocio más rentables 

 

Fuente: Reyes, 2018. 

No obstante la evidencia, lo que más bien suele ocurrir es que se confunda 
la sucesión con un acto simbólico en el cual se entrega la estafeta a la persona 
elegida, en vez de pensar en el proceso que requiere la planificación paralela 
entre el proyecto de la empresa y el de la familia. Así, no resulta raro encontrar 
situaciones por doquier de conflicto intra y entre familias por disputas sobre la 
propiedad, descontento por la gestión del heredero(a) que nunca demostró 
competencias, pero tuvo la gracia del patriarca, y todo por un proceso sucesorio 
mal diseñado e implementado; al final, muchas empresas familiares terminan 
fragmentándose y cada heredero sigue caminos diferentes: unos venden, otros 
vuelven a empezar, otros las ceden en tratos agrarios...  

La cuestión de la sucesión y profesionalización en el ámbito agropecuario 
debe ser parte de una agenda de gobierno, y resulta necesario pensar en polí-
ticas públicas que desincentiven el proceso de fragmentación de la propiedad 
y envejecimiento de la población e impidan la creación y consolidación de em-
presas competitivas y sostenibles. Se trata de alentar a los miembros de la fa-
milia a que utilicen nuevos mecanismos sucesorios y atribuyan la sucesión al 
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miembro de la familia más competente y que haya colaborado directamente y 
de un modo habitual en la unidad familiar (Dirven, 2002). 

En lo que respecta a la escala, al asumir que el carácter familiar lo adquie-
ren solamente las unidades pequeñas, casi siempre en condición de pobreza y 
pluriactivas, en el proceso de diseño de políticas públicas existe una marcada 
inercia por privilegiar pequeñas intervenciones agrícolas, como la avicultura y 
horticultura de traspatio, y bajo un enfoque generalizado, independientemente 
de los activos y capacidades disponibles. Lo que esto ocasiona es un elevado 
desperdicio de recursos públicos, pues la evidencia sugiere que no más del 10 
% de los huertos, gallineros y rebaños originalmente establecidos permanecen 
en producción y en buen estado una vez terminada la intervención, el resto se 
abandonan o se descuidan hasta desaparecer (Martínez et al., 2013; Cruz et al., 
2016; Fernández, 2016).  

Asimismo, y en aras de reducir costos de operación y (supuestamente) 
favorecer la acción colectiva, se induce la creación de grupos multifamiliares 
cuyo único factor en común es su reducida escala y condición de pobreza, pero 
sin intereses comunes, ni incentivos y confianza como para mantener la unidad 
del grupo. Y finalmente, ante la debilidad de la organización económica y gre-
mial, por lo general ejidatarios y comuneros terminan por ser marginados del 
reparto de subsidios vía programas de apoyo o reciben una parte ínfima del 
total del gasto público. 

Un resultado de esta situación, y que el propio INEGI (2016) ya reporta, se 
relaciona con la reducción en 4.8 % de la superficie ejidal y comunal entre 2007 
y 2016, misma proporción que fue ganada por la propiedad privada, situación 
que sugiere un proceso de concentración de la tierra en grandes productores, 
concebidos como aquellos cuya producción, según el Censo Agropecuario 
2007 y las Encuestas Nacionales Agropecuarias 2012 y 2014, superan el millón 
de pesos del valor de su producción. Así, con sólo 2.4 % de los terrenos rurales, 
detentan 14.7 % de la superficie total. Y si bien sólo se reporta un 9 % de la tierra 
en tratos agrarios, lo cierto es que mediante la compra y la renta/aparcería, la 
mayoría de las veces de manera informal, grandes extensiones de tierra ejidal 
y comunal, principalmente la de mejor calidad y mayor valor urbano, ha pasado 
a manos privadas. Más que satanizar este proceso, debe concebirse, además, 
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como una alternativa que busca rentabilizar la producción de granos vía eco-
nomías de escala y garantizar la supervivencia de la agricultura familiar, pues 
por el hecho de que se contrate mano de obra asalariada, incluso por arriba del 
50 % de la mano de obra total, no por ello dejan de ser unidades familiares. 

Este mismo fenómeno se observa en Estados Unidos y en los países 
miembros de la Unión Europea, donde las denominadas granjas corporativas 
tienden a involucrarse en formas más especializadas de agricultura: cereales, 
oleaginosas, lechería especializada y horticultura (EC, 2013; MacDonald et al., 
2018). En contraste, las explotaciones familiares tienden a concentrarse en sis-
temas que combinan diferentes cultivos y actividades ganaderas, donde es 
más difícil realizar economías de escala, participando en cadenas cortas de dis-
tribución de alimentos o comprometiéndose en la pluriactividad y en la diversi-
ficación agrícola. 

En suma, la revalorización de la agricultura familiar implica no sólo dejar 
de concebirla únicamente como pequeña y pobre, y merecedora de políticas 
que sólo perpetúan esta condición, sino también significa considerar la necesi-
dad de diseñar e implementar políticas que incentiven la preferencia a la insta-
lación de jóvenes competentes e innovadores en un programa de mercado de 
tierras, incluyendo la titulación y el crédito; el establecimiento de un régimen 
eficaz de arrendamientos; la elaboración de contratos intergeneracionales; la 
participación activa de la sociedad civil en su negociación y supervisión; la 
puesta en marcha de programas que incentiven el cese de actividad por parte 
de agricultores de edad avanzada, para posibilitar la liberación de sus tierras, 
incluyendo sistemas de pensiones y de ayuda para la vivienda; la flexibilización 
y adecuación de los mecanismos sucesorios, entre otros (Dirven, 2002). 
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VI. Hoja de ruta y su gobernanza 

¿Cuál sería la secuencia de etapas necesarias a transitar para convertir la 
Agenda Pública en Política, y luego en Agenda Gubernamental, es decir, en un 
conjunto de prioridades que un gobierno constituido debiera materializar en su 
mandato?  

En la figura 12 se presenta una hoja de ruta de manera esquemática. En 
primer lugar, resulta necesario reconocer los factores que hacen relevante al 
campo y su espacio rural, así como los principales desequilibrios que es nece-
sario abordar. En segundo lugar, se definen las dos líneas estratégicas clave 
para transitar hacia un campo más incluyente, competitivo y sostenible, las cua-
les son: 1) innovar la estructura organizacional de gobierno y, 2) reorientar el 
gasto hacia bienes públicos.  

Figura 12. 
Hoja de Ruta para transitar hacia un campo más incluyente, 

competitivo y sostenible 
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Con relación a la primera línea estratégica –innovar la estructura organi-
zacional de gobierno–, las diferentes tipologías elaboradas para el sector rural 
mexicano coinciden en señalar que la población se divide en dos grandes 
grupos casi por mitad: el primero se caracteriza por el hecho de que la eco-
nomía rural no agrícola se ha vuelto demasiado importante como para igno-
rarla, y para el segundo las actividades primarias representan la principal 
fuente de ingreso y tienen gran potencial de crecimiento. Ambos grupos son 
atendidos desde una misma dependencia (SAGARPA) y bajo un mismo enfo-
que: atención vía ventanilla. A su vez, 68 % de los hogares rurales del primer 
grupo son “beneficiarios” de la política social desde la SEDESOL. El resultado 
es que una proporción no mayor del 10 % del segundo grupo concentra los 
subsidios gubernamentales y el resto tiende a rezagarse hasta el nivel de tran-
sitar progresivamente al primer grupo y engrosar la población en pobreza, la 
cual se ha mantenido sin cambio durante las dos últimas décadas y crece de 
manera importante en situaciones de incremento de precios de los alimentos 
en los mercados internacionales. 

Ante la evidencia aportada por el modelo de graduación BRAC con pobla-
ción rural ultrapobre de seis diferentes países –Honduras, Perú, Etiopía, Ghana, 
India y Paquistán– de que es posible abordar la pobreza de manera efectiva 
mediante una política multidimensional diseñada e implementada desde un 
mismo organismo, se destaca la importancia de innovar la estructura organiza-
cional-gubernamental vigente en México, para abordar la pobreza, por un lado, y 
la competitividad, por el otro, y re-pensar dicha estructura con miras a mejorar su 
eficiencia y eficacia. Por tanto, resulta necesaria la creación de una entidad gu-
bernamental con capacidad para emprender el eje de acción consistente en di-
señar e implementar políticas, programas y proyectos para la población rural 
donde se articulen elementos de la política social –como las transferencias con-
dicionadas– con acciones que mejoren las capacidades productivas y de gene-
ración de ingresos de los hogares rurales. Dicha entidad debe focalizar sus es-
fuerzos en la población rural pobre, con un enfoque de desarrollo territorial rural, 
basado en el emprendimiento rural que valoriza los recursos locales. 

La innovación de la estructura organizacional del gobierno facilitaría el 
tránsito a la segunda línea estratégica: reorientar el gasto hacia bienes públicos 
y semipúblicos. Ya existe suficiente evidencia que demuestra que un cambio en 
la composición del gasto hacia bienes públicos, manteniendo constante el 
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gasto total, tiene un impacto significativamente mayor que el simple aumento 
del gasto público total en el valor agregado per cápita del sector. Con fines 
orientadores, en el cuadro 6 se presenta una clasificación del gasto público. 

Cuadro 6. 
Clasificación del Gasto Público Agrícola y Rural 

Bienes públicos: 
no rivales y no excluyentes; 
no rivales o no excluyentes y 
mitigan el impacto de los 
mercados inexistentes o de 
las imperfecciones del mer‐
cado (por ejemplo, fallas de 
coordinación, bienes asocia‐
tivos, recursos de propiedad 
común). 

• Mitigación de emergencias, desastres naturales, emergencias agrícolas  
• Conocimiento agrícola e innovación; investigación y extensión científica 
y tecnológica  
• Salud de plantas y animales (fitosanidad y zoosanidad); inspección y 

control  

• Difusión de información (algunas TIC)  

• Infraestructura rural  
• Derechos de propiedad (por ejemplo, reglas, legislación, catastro, regis‐
tro); manejo de recursos naturales; infraestructura social para comunida‐

des rurales/agrícolas  

• Regulación y monitoreo de la pesca  
• Infraestructura de irrigación primaria y secundaria (grandes inversiones 

públicas)  
• Sistemas de información (por ejemplo, climáticos, financieros, técnicos, 

regulatorios)  

• Conservación y recuperación de recursos naturales  
• Gasto social rural (por ejemplo, promoción de grupos étnicos nativos, 
promoción de la mujer)  

Área gris 

Bienes mixtos o semipúblicos: 
Principalmente ganancias privadas, pero con externalidades positivas sig‐
nificativas  
• Transferencia y extensión de tecnología  
• Conservación de suelos, promoción de bosques y/o incentivos, inver‐
sión medio ambiental seleccionada  
• Formación de capital humano  
• Campañas de salud agrícola  

Bienes privados: 
rivales y excluyentes 

• Subsidios (pagos directos, mercadeo, producción, crédito, insumos, ca‐
pital, energía)  

• Comercialización  

• Promoción de la producción  
• Inversiones de irrigación en fincas (trabajos de irrigación terciaria)  

• TIC (no relacionadas a la difusión de información)  
• Desarrollo de mercados (apoyo y promoción internos y externos)  
• Programas productivos seleccionados 

Fuente: López A., Salazar L., De Salvo, P., 2017. 
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El eje de acción clave para iniciar la reorientación del gasto público lo 
constituye el diseño e implementación de un proceso deliberativo con los acto-
res clave de las redes de valor de importancia territorial en torno a las cuestio-
nes socialmente problema y su respectivo complejo causal. La evidencia empí-
rica sugiere que uno de los resultados más relevantes de este ejercicio de 
deliberación lo constituye el consenso entre los actores de las redes de valor de 
que dos de las limitantes estructurales de la competitividad se relacionan con 
la ausencia de un sistema de conocimiento e innovación meritocrático y la de-
bilidad organizacional prevaleciente en los ámbitos económico, gremial e inter-
profesional, es decir, entre los diferentes eslabones de las redes de valor. Esta 
acción clave no sólo facilita el diálogo con los actores de las redes de valor, en 
particular con los líderes de organizaciones gremiales, sino que a la par se for-
talecen las capacidades de negociación e inserción en las redes de valor.  

Las acciones clave a emprender en esta línea estratégica son tres: 1) Di-
seño e implementación de un programa de capacitación y soporte metodoló-
gico a los gestores sistémicos de las redes de valor relevantes, así como a los 
tomadores de decisiones clave en los ámbitos del gobierno federal y estatales; 
2) Hechura de la estrategia de innovación de gestión por red de valor y, 3) Di-
seño e implementación de un sistema de seguimiento y evaluación con indica-
dores alimentados con datos e información pública. La evidencia sugiere que 
la implementación profesional de las dos primeras acciones necesariamente 
deriva en una reorientación del gasto hacia bienes públicos. 

Dado que estas acciones se implementan una vez que un gobierno entra 
en funciones, se debe considerar la necesidad de hacerlas con tiempo (sin la 
presión del ejercicio presupuestal anual) para garantizar calidad y pertinencia, 
es decir, implican por lo menos un año de capacitación a los gestores/articula-
dores sistémicos y a los tomadores de decisiones clave; el resultado de este 
ejercicio permite planear para un segundo año y los subsecuentes. Asimismo, 
para gestionar los conflictos que se generan por reducir la orientación clientelar 
del gasto público, debe evitarse comprometer todo el presupuesto de un solo 
golpe; bien se puede iniciar con un 50 % y de ahí avanzar progresivamente 
hasta llegar al 80-90 %. 
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Una cuestión relevante con respecto a los ejes de acción lo constituye la 
necesidad de cruzar la delgada línea roja que hasta ahora ha separado a las 
políticas de desarrollo social con las de fomento económico hacia los pobres. 
Si bien en la figura 12 se presentan los ejes de manera separada, y uno –el de 
la parte superior– se refiere al estrato de población para el cual la agricultura no 
constituye la principal fuente de ingresos y el otro para los que tienen en las 
redes de valor agroalimentarias su fuente relevante de ingresos, ello no significa 
que los dos ejes de acción señalados para este segundo estrato no sean tam-
bién necesarios para el primero. Al contrario, pues tal como lo ilustramos en los 
ejemplos del café de especialidad, los productos artesanales y las redes gas-
tronómicas, la integración de las políticas de desarrollo social y de fomento eco-
nómico, la innovación de la estructura gubernamental y del enfoque de em-
prendimiento hasta ahora impulsado hacia la población rural en condición de 
pobreza, apenas constituyen las precondiciones para romper el círculo vicioso 
de la pobreza en el que se encuentra el 58 % de la población rural. También 
resulta imprescindible la concurrencia de tres factores clave para un emprendi-
miento relevante y significativo en las vidas de esta población: el conocimiento 
y la innovación en red, los servicios financieros (ahorro, crédito, seguro, facto-
raje...), la promoción genérica de los bienes y servicios ofertados, y el desarrollo 
organizacional en empresas que cuenten con una propuesta de valor diferen-
ciadora, una estrategia robusta y un conjunto de principios básicos, entre los 
que destacan el de la autonomía política y la profesionalización. 

Ahora bien, no resulta ocioso insistir que las dos líneas estratégicas y sus 
respectivos ejes de acción necesariamente implican cuestionar y acabar con la 
inercia de gasto público orientado por la supuesta demanda, y en la cual las 
dependencias gubernamentales responsables de ejercer el gasto público para 
el campo, la SAGARPA y las secretarías de desarrollo estatales, se han visto re-
basadas por el exceso de demandas al dedicarse a controlar la movilización 
social a través de la asignación de apoyos dispersos, clientelares y sin foco es-
tratégico. Es decir, se han orientado a mantener la gobernabilidad, más que a 
fomentar el desarrollo (Garretón, 1994), entendido éste como un “conjunto de 
acciones que hacen pasar a una colectividad de un tipo de sociedad a otro, 
definido por un grado más alto de intervención de la sociedad sobre ella misma” 
(Touraine, 1978). 
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Transitar hacia un enfoque deliberativo de las políticas públicas hacia el 
campo, significa reconocer que en el proceso de gobernar intervienen una gran 
diversidad de organizaciones internacionales, supraestatales, actores públicos, 
privados y gremiales que obligan a los estados a posicionarse e interactuar y a 
los gobiernos a gobernar de un modo que se ha convenido en llamar gober-
nanza. En efecto, mientras la gobernabilidad se plantea como meta el cómo se 
gobierna evitando conflictos e inestabilidad, controlando demandas y presio-
nes, la gobernanza se entiende como la acción y el efecto de gobernar y gober-
narse, es decir, por la interacción entre gobierno, política y sociedad (Garretón, 
2012) Bajo este enfoque, la prioridad de los gobiernos federal y estatales pa-
saría a ser la eficacia de la política y la expansión de la ciudadanía y la repre-
sentación, materializada en la capacidad de las partes involucradas para al-
canzar consensos sobre los temas de interés público (Holmberg et al., 2009; 
Habermas, 1999). 

Limitaciones de la presente Agenda y tareas 
para un futuro inmediato 

La presente Agenda representa un primer intento de los autores de hacer visi-
bles las cuestiones socialmente problema para los habitantes rurales, así como 
a sistematizar la evidencia disponible para contribuir a su solución. Sin em-
bargo, dada la amplitud y profundidad de cuestiones que afectan al campo, no 
fueron tratados algunos a pesar de su relevancia. Por ejemplo, la política de 
precios, el cambio climático, los recursos fito y zoo genéticos, educación e in-
vestigación agrícola, los bosques y selvas, la acuicultura y la pesca, entre otros. 
En una futura entrega, esperamos tratarlos con la profundidad que se merecen. 
Aunque creemos que los tres primeros temas se ven beneficiados de manera 
indirecta con el abordaje de las cuestiones tratadas en esta Agenda, a saber: 
conocimiento e innovación, desarrollo organizacional y uso eficiente del agua. 

Asimismo, somos conscientes del hecho de que priorizar los problemas 
percibidos por los actores primarios y por aquellos con poder de veto y agenda 
en las redes de valor, complementados con nuestra visión y experiencia, implica 
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dejar de abordar en profundidad las relaciones causales que dan origen a tales 
problemas y, por tanto, caer en lugares comunes. Sin embargo, con el enfoque 
adoptado se pretende enfatizar en que para los problemas que suelen ser parte 
del clásico discurso de un campo en crisis permanente, ya existe evidencia para 
su solución, aunque ello implica, también, un cambio de paradigma, tanto entre 
los que toman las decisiones de aprobación y ejercicio del gasto público, como 
entre los que ejercen presión para que éste se reparta en forma de bienes pri-
vados a costa de los bienes públicos y semipúblicos, los cuales son los que 
definen a una política como pública. 

Por tanto, la hoja de ruta propuesta más que estar alineada a una visión 
que supone idealísticamente la posibilidad de acabar de tajo con las restriccio-
nes estructurales y el cambio de raíz de las instituciones que explican el estado 
de cosas hoy prevalecientes en el campo mexicano, se apega más bien a la 
visión lindblombiana de cambios en el margen a través de mejoras incremen-
tales en las políticas públicas cuyas raíces han penetrado de manera profunda 
en las mentes de muchos actores rurales con poder para perpetuar un estado 
de cosas que tanto les favorece, ello a pesar de afectar a las mayorías. Así por 
ejemplo, empezar por construir agendas de manera deliberativa en ciertas re-
des de valor de importancia territorial, puede desencadenar cambios graduales 
en las políticas y ello podría marcar el comienzo de una revolución silenciosa, 
tal como lo sugieren Banerjee y Duflo en su obra donde invitan a repensar la 
pobreza. 
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